Temas 14 y 15

Atencion al publico: acogida
e informacion al ciudadano.
Atencion de personas con
discapacidad

Los servicios de informacion
administrativa. Informacion general
y particular al ciudadano.
Iniciativas. Reclamaciones.

Quejas. Peticiones

Nota. Unimos estos dos temas pues consideramos que estan muy relacionados y por
tanto deben estudiarse de forma conjunta, para asi tener una visién mas global y clara.




1. ATENCION AL PUBLICO: ACOGIDA E INFORMACION
AL CIUDADANO. LOS SERVICIOS DE INFORMACION
ADMINISTRATIVA. INFORMACION GENERAL Y
PARTICULAR AL CIUDADANO. INICIATIVAS

1.1. Normativa reguladora

La principal norma que regula esta materia es el Real Decreto 208/1996, de
9 de febrero, por el que se regulan los servicios de informacién administrativa
y atencién al ciudadano, aunque no podemos olvidar la regulacién de la Ley
19/2013 de 9 de diciembre de trasparencia, acceso a la informacién publica y
Buen Gobierno a la que también mencionaremos en este tema.

1.2. Las funciones de informacion administrativa y de
atencion al ciudadano

La informacién administrativa es un cauce adecuado a través del cual los
ciudadanos pueden acceder al conocimiento de sus derechos y obligaciones y a
la utilizacién de los bienes y servicios publicos.

La informacién encomendada a las unidades y oficinas encargadas de dar
esta informaciéon podra ser general o particular.

1.2.1. La informacion general

Es la informacién administrativa relativa a la identificacién, fines, competen-
cia, estructura, funcionamiento y localizacién de organismos y unidades admi-
nistrativas; la referida a los requisitos juridicos o técnicos que las disposiciones
impongan a los proyectos, actuaciones o solicitudes que los ciudadanos se pro-
pongan realizar; la referente a la tramitacién de procedimientos, a los servicios
publicos y prestaciones, asi como a cualesquiera otros datos que aquéllos tengan
necesidad de conocer en sus relaciones con las Administraciones publicas, en su
conjunto, o con alguno de sus &mbitos de actuacion.

La informacién general se facilitard obligatoriamente a los ciudadanos, sin
exigir para ello la acreditacién de legitimacién alguna.

Cuando resulte conveniente una mayor difusién, la informacién de caracter
general deberé ofrecerse a los grupos sociales o instituciones que estén interesa-
dos en su conocimiento.



Se utilizaréan los medios de difusién que en cada circunstancia resulten ade-
cuados, potenciando aquellos que permitan la informacién a distancia, ya se tra-
te de publicaciones, sistemas telefénicos o cualquier otra forma de comunicacién
que los avances tecnoldgicos permitan.

1.2.2. La informacion particular

Esla concerniente al estado o contenido de los procedimientos en tramitacién, y a
la identificacién de las autoridades y personal al servicio de la Administracién Gene-
ral del Estado y de las entidades de derecho publico vinculadas o dependientes de la
misma bajo cuya responsabilidad se tramiten aquellos procedimientos. Esta informa-
cién sélo podra ser facilitada a las personas que tengan la condicién de interesados
en cada procedimiento o a sus representantes legales de acuerdo con lo dispuesto en
los articulos 4 y 5 de la Ley 39/2015, de Procedimiento Administrativo Comun de las
Administraciones Publicas, los cuales manifiestan:

Se consideran interesados en el procedimiento administrativo:

a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legitimos
individuales o colectivos.

b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan
resultar afectados por la decisién que en el mismo se adopte.

c) Aquéllos cuyos intereses legitimos, individuales o colectivos, puedan resul-
tar afectados por la resolucién y se personen en el procedimiento en tanto
no haya recaido resolucién definitiva.

Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses econémicos
y sociales seran titulares de intereses legitimos colectivos en los términos que la
Ley reconozca.

Cuando la condicién de interesado derivase de alguna relacién juridica trans-
misible, el derechohabiente sucedera en tal condicién cualquiera que sea el esta-
do del procedimiento.

Representacion

Los interesados con capacidad de obrar podrén actuar por medio de repre-
sentante, entendiéndose con éste las actuaciones administrativas, salvo manifes-
tacién expresa en contra del interesado.

Cualquier persona con capacidad de obrar podréa actuar en representacién de
otra ante las Administraciones Publicas.

Para formular solicitudes, entablar recursos, desistir de acciones y renunciar
a derechos en nombre de otra persona, deberéa acreditarse la representacién por



cualquier medio vélido en derecho que deje constancia fidedigna, o mediante
declaracién en comparecencia personal del interesado. Para los actos y gestiones
de mero tramite se presumira aquella representacion.

La falta o insuficiente acreditacién de la representaciéon no impedira que se tenga
por realizado el acto de que se trate, siempre que se aporte aquélla o se subsane el
defecto dentro del plazo de diez dias que deberéa conceder al efecto el érgano admi-
nistrativo, o de un plazo superior cuando las circunstancias del caso asi lo requieran.

La informacién particular igualmente podré referirse a los datos de caracter
personal que afecten de alguna forma a la intimidad o privacidad de las personas
fisicas. La informacién sobre documentos que contengan datos de esta naturale-
za estard reservada a las personas a que se refieran con las limitaciones y en
los términos establecidos en la normativa aplicable. Por la tanto habra que estar a
lo dispuesto en la ley de Transparencia la veremos después de forma mas
pormenorizada.

Esta informacién seré aportada por las unidades de gestién de la Administracién
General del Estado. No obstante, para asegurar una respuesta agil y puntual a los inte-
resados, podran estar dotadas de las oportunas conexiones con las unidades y oficinas
de informacién administrativa que colaboraran con aquéllas cuando asi se establezca.

1.2.3. Las funciones de atencion al ciudadano

La atencién personalizada al ciudadano comprenderé las funciones siguientes:

a) De recepciéon y acogida a los ciudadanos, al objeto de facilitarles la
orientacién y ayuda que precisen en el momento inicial de su visita, y, en
particular, la relativa a la localizacién de dependencias y funcionarios.

b) De orientaciéon e informacién, cuya finalidad es la de ofrecer las acla-
raciones y ayudas de indole préctica que los ciudadanos requieren sobre
procedimientos, tramites, requisitos y documentacién para los proyectos,
actuaciones o solicitudes que se propongan realizar, o para acceder al dis-
frute de un servicio publico o beneficiarse de una prestacién.

Esta forma de facilitar a los ciudadanos el ejercicio de sus derechos, en
ningln caso podra entranar una interpretacién normativa, ni considera-



cién juridica o econémica, sino una simple determinaciéon de conceptos,
informacion de opciones legales o colaboracion en la cumplimentacion de
impresos o solicitudes.

c) De gestion, en relacién con los procedimientos administrativos, que com-
prendera la recepcién de la documentacién inicial de un expediente cuan-
do asi se haya dispuesto reglamentariamente, asi como las actuaciones de
tramite y resolucién de las cuestiones cuya urgencia y simplicidad deman-
den una respuesta inmediata.

d) De recepcién de las iniciativas o sugerencias formuladas por los
ciudadanos, o por los propios empleados publicos para mejorar la calidad
de los servicios, incrementar el rendimiento o el ahorro del gasto publico,
simplificar trdmites o suprimir los que sean innecesarios, o cualquier otra
medida que suponga un mayor grado de satisfaccion de la sociedad en sus
relaciones con la Administracién General del Estado y con las entidades de
derecho publico vinculadas o dependientes de la misma.

Aquellas que se presenten en las oficinas y centros de Informaciéon Adminis-
trativa se tramitardn mediante las hojas de Quejas y Sugerencias con arreglo a
las prescripciones contenidas en el Titulo IV de R.D. 951/2005, de 29 de julio,
por el que se establece el marco general para la mejora de la calidad en la
Administracion General del Estado.

e) De recepcion de las quejas y reclamaciones de los ciudadanos por
las tardanzas, desatenciones o por cualquier otro tipo de actuacién irregular
que observen en el funcionamiento de las dependencias administrativas.

f) De asistencia a los ciudadanos en el ejercicio del derecho de peticién,
reconocido por los articulos 29 y 77 de la Constitucién.

Las unidades de informaciéon administrativa orientaran a los ciudadanos
sobre la naturaleza y el modo de ejercer este derecho, asi como sobre las
autoridades y érganos a los que hayan de dirigir sus escritos; sin perjuicio de
ello, estas unidades deberan elevar a los 6rganos competentes las peticiones
que reciban, en las que no figure el destinatario o conste erréneamente.

1.3. Organizacion de la informacion administrativa

1.3.1. Las unidades de informacion administrativa

Unidades departamentales de informacion administrativa

En cada Ministerio el titular de la Subdireccion General que tenga encomen-
dada la competencia sobre la informacién administrativa ostentara la jefatura de
la unidad departamental de informacién administrativa.



Esta unidad tendra una interrelacién activa y permanente con los centros
directivos, entidades y organismos del Departamento, que deberan transmitir las
variaciones que se produzcan en sus bases de datos, y que pudiesen afectar a la
informacién general o particular requeridas por los ciudadanos sobre sus especi-
ficas areas y materias de gestion; sin perjuicio de ello, deberan dar respuesta a las
consultas puntuales que la citada unidad departamental les formule.

Desarrollaran, dentro de sus respectivos Ministerios, las siguientes funciones:

a)

a)

Dirigir las oficinas de informacién y atencién al ciudadano del Departa-
mento, incluidas las sectoriales de &mbito territorial que dependan funcio-
nalmente del mismo, asi como coordinar las correspondientes a las entida-
des de derecho publico vinculadas o dependientes del Departamento, sin
perjuicio de las funciones de esta indole que tenga atribuidas la Comisién
Ministerial de Informacién Administrativa, asi como los érganos a los que
se refiere el articulo 9, apartado 1 de este Real Decreto.

Crear y mantener actualizada la base de datos de informacién adminis-
trativa del Departamento, para su explotacién conjunta con otros 6rganos
administrativos, desarrollando una relacién de cooperacién y colabora-
cién en materia informativa.

Aportar apoyo documental y técnico preciso a las demés unidades de in-
formacién administrativa del Departamento.

Impulsar y supervisar el intercambio de material informativo entre los dis-
tintos centros directivos y entidades de derecho publico vinculadas o de-
pendientes del Departamento.

Participar en la elaboracién y distribucion de las publicaciones y demas
medios de difusién informativa del Departamento, y mantener actualizado
un catalogo de los mismos, sin perjuicio de las competencias atribuidas a
las unidades editoras departamentales.

Colaborar activamente con la Comisién Ministerial de Informacién Admi-
nistrativa, gestionando los asuntos que ésta le encomiende.

Representar al Departamento ante los érganos colegiados de informacién
administrativa.

Las unidades departamentales de informacién administrativa realizaran nece-
sariamente los siguientes cometidos de gestion interna:

a)

De obtencién, tratamiento y actualizacién permanente de la informacion.
Esta funcién se desarrolla mediante los siguientes cometidos:
1. Relacién permanente con las fuentes orgénicas de la informacion.

2. Tratamiento de las fuentes documentales.



Creacién y mantenimiento de las bases de datos propias.

4. Acceso a los registros, o a la parte de ellos, de las bases de datos del

Departamento, necesarias para la prestacion de la informacion referida
en el articulo 5.2 de este Real Decreto.

5. Elaboracién de los textos de las publicaciones informativas.

6. Entrega de dichos textos y de las bases de datos para su explotacién y

actualizacién a las fuentes de la informacion.

b) De distribucién y difusién de la informacion, con los siguientes cometidos:

1.

Recepciéon de los textos de las publicaciones para su disefio y repro-
duccidn, sin perjuicio de las competencias atribuidas a las unidades
editoras departamentales.

2. Distribucién a las unidades dependientes de la propia organizacion.

3. Distribucién a las unidades exteriores.

4. Difusién general de las publicaciones y de las bases de datos segln su

6.

destino, con la misma salvedad que en el subpérrafo 1. © de este mismo
pérrafo.

Mantenimiento de las bases de datos de difusores intermedios o media-
dores sociales.

Utilizacién de la imagen del Departamento.

c) De catalogacién de publicaciones informativas, que comprende:

1.
2.

Repertorio de la propia unidad.

Creacién y mantenimiento de bases de datos y catdlogos de publicacio-
nes informativas del resto de las Administraciones publicas de interés
para la informacién de la unidad.

Informe preceptivo, no vinculante, en el proceso de la elaboracién de
los impresos v las publicaciones de la unidad destinados al publico.

d) De publicidad y difusién de la imagen de la informacién administrativa,
incluyendo:

1.
2.

Promocién de la informacién administrativa de la unidad.

Colaboracién en el diseno y mantenimiento de la imagen de identidad
en rétulos y material impreso del Departamento.

Participacién en las campanas informativas y de publicidad del De-
partamento, para asegurar la coordinacion en ellas de su estilo y de la
imagen de identidad.



1.3.2. Centro de Informacion Administrativa

El Centro de Informacién Administrativa del Ministerio para las Administraciones
Publicas se halla adscrito a la Secretaria de Estado para la Administracién Piblica, a
través de la Direccién General de Inspeccién, simplificacién y Calidad de los Servicios

Desarrollara las funciones propias de las unidades departamentales de infor-
macién administrativa, y ademas especificamente las siguientes:

a) Mantener actualizadas y distribuir las bases de datos de la Administracion

General del Estado, con la colaboraciéon de las demés unidades departa-
mentales de informacién administrativa.

b) Sostener un sistema de informacién administrativa al ciudadano, eminen-

temente telefénico, sobre los servicios publicos y tramites de toda la Admi-
nistracién General del Estado, mediante el establecimiento y coordinacién
de centros y oficinas centralizadas de informacién.

Cooperar en el desarrollo de las unidades y oficinas de informacién de los
demés Departamentos y organismos de la Administracién General del Esta-
do, procurando mantener la necesaria coordinacién y cohesién entre ellos
para lograr un nivel y un sistema homogéneos de atencién al ciudadano.

d) Actuar como 6rgano ejecutivo permanente de la Comisién Interministerial

de Informacién Administrativa en relacién con las iniciativas y reclamacio-
nes que reciba sobre la funcién informativa y con los acuerdos adoptados
por ella, y servir de unidad de apoyo técnico y administrativo a la Secreta-
rfa de dicha Comisién.

Promover y organizar, en colaboracién con el Instituto Nacional de Admi-
nistracién Publica, cursos de capacitacién en materias relacionadas con las
funciones propias de las unidades de informacién administrativa y participar
en cursos, jornadas, seminarios, coloquios u otros actos sobre las mismas
materias organizados por otros érganos o entidades de derecho publico vin-
culadas o dependientes de la Administracién General del Estado.

1.3.3. Oficinas de informacion y atencion al ciudadano

Funciones y cometidos

Todas las oficinas de informacién y atencion al ciudadano realizaran las fun-
ciones descritas en el capitulo [ de este Real Decreto y los cometidos de gestion
interna de tratamiento y difusién de la informacién que expresamente les de-



legue o encomiende el Centro de Informacién Administrativa o la unidad de
informacién administrativa respectiva, en la medida en que progresivamente los
recursos humanos y materiales con que cuenta la oficina lo permitan.

Las oficinas de informacién y atencién al ciudadano que constituyen la red
informativa general son las que se relacionan en los siguientes articulos.

Oficinas de informacién y atencién al ciudadano en los servicios centrales
Existiran dos tipos de oficinas de informacién y atencién en los servicios centrales:

a) Las oficinas centrales de informacién y atencién al ciudadano, que radica-
ran en la sede de cada Departamento ministerial, salvo que circunstancias
singulares aconsejen otro emplazamiento. Pueden tener oficinas delegadas
o puntos de informacién en otros edificios con la misma consideracién de
oficinas centralizadas.

b) Las oficinas de informacién y atencién al ciudadano de entidades de de-
recho publico vinculadas o dependientes de la Administracién General del
Estado de sus centros directivos y demas servicios cuya entidad y especia-
lidad justifique la existencia de oficinas de informacién especializada o sec-
torial en los edificios donde se ubiquen los servicios u otras dependencias.

Oficinas de informacién y atencién al ciudadano de los 6rganos territoriales
de la Administracién General del Estado

Existiran, con el caracter de oficinas centrales, oficinas de informacién y aten-
cién al ciudadano dependientes de las Delegaciones del Gobierno en las Comu-
nidades Auténomas, de los Gobiernos Civiles y de las Delegaciones Insulares del
Gobierno.

Podréan existir también, con caracter de oficinas sectoriales, en los servicios
y dependencias provinciales de los Departamentos ministeriales y entidades de
derecho publico vinculadas o dependientes de ellos, cuando el volumen v la es-
pecialidad de la demanda informativa justifiquen su existencia.

Las oficinas de caracter central, a las que se refiere el apartado 1 de este
mismo articulo, asumirén, respecto a las demés que puedan existir en su &mbito
territorial, las funciones de coordinacidn, apoyo v tutela propias de las unidades
informativas departamentales. Estardn comunicadas de forma permanente con
el Centro de Informacién Administrativa y dispondréan de toda la informacién
que éste ofrece desde su oficina central de informacién y atencién al ciudadano.

Todas las oficinas de informacién y atencién al ciudadano, cualquiera que
sea su caracter y ambito territorial, deberan transmitir al Centro de Informacién
Administrativa y, en su caso, a la unidad departamental respectiva las variaciones
que experimenten los datos referentes a los érganos de la Administracién Gene-



ral del Estado vy a las entidad de derecho publico vinculadas o dependientes de
la misma en su &mbito territorial de actuacién.

Al objeto de conseguir una eficaz interrelacién entre las distintas unidades
de informacién administrativa territoriales, el Centro de Informacién Adminis-
trativa del Ministerio para las Administraciones Publicas actuard como coor-
dinador territorial de la informacién administrativa para asegurar la conexién
funcional permanente de aquellas entre si y con el propio Centro de Informa-
cién Administrativa.

El Centro de Informacién Administrativa establecera y dirigird grupos de tra-
bajo con los representantes de la informacién administrativa de las Delegaciones
del Gobierno en las Comunidades Auténomas cuyas funciones consistiran prin-
cipalmente en el estudio y mejora de las condiciones de la informacién admi-
nistrativa en las oficinas territoriales de la Administracién General del Estado v
en especial la mejora de la comunicacién para el mantenimiento y explotacién
conjunta de las bases de datos necesarias para proporcionar al ciudadano la in-
formacién que demande en cualquiera de las oficinas.

Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Auténomas designaran los
representantes de la informacién administrativa que deben formar parte de los
grupos de trabajo establecidos en el parrafo anterior quienes, a su vez, dirigiran
ponencias técnicas sobre aspectos concretos de la informacién administrativa en
el ambito territorial de cada Comunidad Auténoma integradas por representan-
tes provinciales designados por los Gobernadores civiles.

1.3.4. Colaboracion entre Administraciones publicas

Mediante convenio de colaboracién suscrito por distintas Administraciones
publicas, podra acordarse que desde las oficinas de informacién y atencién de
cualesquiera de ellas pueda ofrecerse a los ciudadanos la informacién adminis-
trativa de las otras, articulandose los mecanismos de comunicacién necesarios
para el intercambio de la informacidn, asi como la creacién de oficinas integradas
de informacién con participacion de varias Administraciones publicas.

1.3.5. Normas de funcionamiento de los organos colegiados de
informacion administrativa

Todos los érganos colegiados de informaciéon administrativa ajustardn su
régimen juridico y su actuacién a lo dispuesto en la presente seccién y en la Ley
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Juridico del Sector Publico.



1.4. Regulacion en la ley de transparencia

1.4.1. Introduccion

LaLey 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la informacién
publica y buen gobierno tiene un triple alcance:

- Incrementa y refuerza la transparencia en la actividad publica —que se arti-
cula a través de obligaciones de publicidad activa para todas las Adminis-
traciones y entidades publicas.

- Reconoce y garantiza el acceso a la informacién —regulado como un dere-
cho de amplio &mbito subjetivo y objetivo.

- Establece las obligaciones de buen gobierno que deben cumplir los res-
ponsables publicos asi como las consecuencias juridicas derivadas de su
incumplimiento —lo que se convierte en una exigencia de responsabilidad
para todos los que desarrollan actividades de relevancia publica-.

Seglin la Exposicién de motivos de la Ley, se amplian y refuerzan las obli-
gaciones de publicidad activa en distintos &mbitos. En materia de informacién
institucional, organizativa y de planificacién exige a los sujetos comprendidos en
su ambito de aplicacién la publicacién de informacion relativa a las funciones que
desarrollan, la normativa que les resulta de aplicacién y su estructura organizativa,
ademas de sus instrumentos de planificacion y la evaluacién de su grado de cum-
plimiento. En materia de informacién de relevancia juridica y que afecte directa-
mente al &mbito de las relaciones entre la Administracién y los ciudadanos, la ley
contiene un amplio repertorio de documentos que, al ser publicados, proporcio-
naran una mayor seguridad juridica. Igualmente, en el &mbito de la informacién
de relevancia econémica, presupuestaria y estadistica, se establece un amplio ca-
talogo que debe ser accesible y entendible para los ciudadanos, dado su caracter
de instrumento 6ptimo para el control de la gestién y utilizacién de los recursos
publicos. Por ultimo, se establece la obligacién de publicar toda la informacién
que con mayor frecuencia sea objeto de una solicitud de acceso, de modo que las
obligaciones de transparencia se cohonesten con los intereses de la ciudadania.

1.4.2. Objeto

La Ley 19/2013 tiene por objeto ampliar y reforzar la transparencia de la acti-
vidad publica, regular y garantizar el derecho de acceso a la informacion relativa
a aquella actividad y establecer las obligaciones de buen gobierno que deben
cumplir los responsables publicos asi como las consecuencias derivadas de su
incumplimiento.



1.4.3. Transparencia de la actividad publica

Ambito subjetivo de aplicacion

Lo dispuesto en la Ley 19/2013, se aplicaré a:

a)

La Administracién General del Estado, las Administraciones de las Comu-
nidades Auténomas vy de las Ciudades de Ceuta y Melilla y las entidades
que integran la Administracién Local.

Las entidades gestoras y los servicios comunes de la Seguridad Social asi
como las mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales
colaboradoras de la Seguridad Social.

Los organismos auténomos, las Agencias Estatales, las entidades publicas
empresariales y las entidades de Derecho Publico que, con independencia
funcional o con una especial autonomia reconocida por la Ley, tengan
atribuidas funciones de regulacién o supervisién de caracter externo sobre
un determinado sector o actividad.

Las entidades de Derecho Publico con personalidad juridica propia, vin-
culadas a cualquiera de las Administraciones Publicas o dependientes de
ellas, incluidas las Universidades publicas.

Las corporaciones de Derecho Publico, en lo relativo a sus actividades
sujetas a Derecho Administrativo.

La Casa de su Majestad el Rey, el Congreso de los Diputados, el Senado, el
Tribunal Constitucional y el Consejo General del Poder Judicial, asi como el
Banco de Espana, el Consejo de Estado, el Defensor del Pueblo, el Tribunal
de Cuentas, el Consejo Econémico y Social y las instituciones autonémicas
andlogas, en relacién con sus actividades sujetas a Derecho Administrativo.

Las sociedades mercantiles en cuyo capital social la participacién, directa o
indirecta, de las entidades previstas en este articulo sea superior al 50 por 100.

Las fundaciones del sector publico previstas en la legislacién en materia de
fundaciones.

Las asociaciones constituidas por las Administraciones, organismos y en-
tidades previstos en este articulo. Se incluyen los érganos de cooperacién
previstos en la Ley 40/2015, de Régimen Juridico del Sector Publico (Arts.
147, 148, 149,, 152, 153 y 154), en la medida en que, por su peculiar
naturaleza y por carecer de una estructura administrativa propia, le
resulten aplicables las disposiciones de este titulo. En estos casos, el
cumplimiento de las obligaciones derivadas de la presente Ley serén
llevadas a cabo por la Administracién que ostente la Secretaria del érgano
de cooperacion.



Se entiende por Administraciones Publicas los organismos y entidades inclui-
dos en las letras a) a d) del apartado anterior.

Otros sujetos obligados

a) Los partidos politicos, organizaciones sindicales y organizaciones empre-
sariales.

b) Las entidades privadas que perciban durante el periodo de un ano ayu-
das o subvenciones publicas en una cuantia superior a 100.000 euros o
cuando al menos el 40 % del total de sus ingresos anuales tengan caréacter
de ayuda o subvencién publica, siempre que alcancen como minimo la

cantidad de 5.000 euros.

Las personas fisicas v juridicas distintas de las referidas anteriormente que pres-
ten servicios publicos o ejerzan potestades administrativas estaran obligadas a sumi-
nistrar a la Administracién, organismo o entidades vinculadas, previo requerimiento,
toda la informacién necesaria para el cumplimiento por aquéllos de las obligaciones
previstas en este titulo. Esta obligacién se extendera a los adjudicatarios de contratos
del sector publico en los términos previstos en el respectivo contrato.

1.4.4. Publicidad activa

Los sujetos anteriormente enumerados y sujetos a lo dispuesto en la Ley
19/2013 de 9 de diciembre publicaran de forma periédica y actualizada la infor-
macién cuyo conocimiento sea relevante para garantizar la transparencia de su
actividad relacionada con el funcionamiento y control de la actuacién publica.

Las obligaciones de transparencia se entienden sin perjuicio de la aplicacién
de la normativa autonémica correspondiente o de otras disposiciones especificas
gue prevean un régimen mas amplio en materia de publicidad.

Seréan de aplicacion, en su caso, los limites al derecho de acceso a la informa-
cién publica previstos vy, especialmente, el derivado de la proteccién de datos
de cardcter personal. A este respecto, cuando la informacién contuviera datos
especialmente protegidos, la publicidad sélo se llevara a cabo previa disociacion
de los mismos.

La informacion sujeta a las obligaciones de transparencia serd publicada en
las correspondientes sedes electrénicas o paginas web y de una manera clara,
estructurada y entendible para los interesados v, preferiblemente, en formatos re-
utilizables. Se estableceran los mecanismos adecuados para facilitar la accesibili-
dad, la interoperabilidad, la calidad v la reutilizacién de la informacién publicada
asi como su identificacién y localizacion.



Cuando se trate de entidades sin &nimo de lucro que persigan exclusivamente
fines de interés social o cultural y cuyo presupuesto sea inferior a 50.000 euros, el
cumplimiento de las obligaciones derivadas de esta Ley podré realizarse utilizando
los medios electrénicos puestos a su disposicion por la Administracién Publica de
la que provenga la mayor parte de las ayudas o subvenciones publicas percibidas.

Toda la informacién serd comprensible, de acceso facil y gratuito y estard a
disposicién de las personas con discapacidad en una modalidad suministrada
por medios o en formatos adecuados de manera que resulten accesibles y com-
prensibles, conforme al principio de accesibilidad universal y disefio para todos.

1.4.5. Informacion institucional, erganizativa y de planificacion

Los sujetos anteriormente enumerados y sujetos a lo dispuesto en la Ley
19/2013 de 9 de diciembre publicaran informacién relativa a las funciones que
desarrollan, la normativa que les sea de aplicacién asi como a su estructura or-
ganizativa. A estos efectos, incluirdn un organigrama actualizado que identifique
a los responsables de los diferentes érganos y su perfil y trayectoria profesional.

Las Administraciones Publicas publicaran los planes y programas anuales y
plurianuales en los que se fijen objetivos concretos, asi como las actividades,
medios y tiempo previsto para su consecucién. Su grado de cumplimiento y re-
sultados deberan ser objeto de evaluacién y publicacién periédica junto con los
indicadores de medida y valoracién, en la forma en que se determine por cada
Administracién competente.

En el dmbito de la Administracién General del Estado corresponde a las inspeccio-
nes generales de servicios la evaluacién del cumplimiento de estos planes y programas.

1.4.6. Informacion de relevancia juridica

Las Administraciones Publicas, en el &mbito de sus competencias, publicaran:

a) Las directrices, instrucciones, acuerdos, circulares o respuestas a consultas
planteadas por los particulares u otros 6rganos en la medida en que su-
pongan una interpretacién del Derecho o tengan efectos juridicos.

b) Los Anteproyectos de Ley y los proyectos de Decretos Legislativos cuya
iniciativa les corresponda, cuando se soliciten los dictAmenes a los érganos
consultivos correspondientes. En el caso en que no sea preceptivo ningtin
dictamen la publicacién se realizard en el momento de su aprobacion.

c) Los proyectos de Reglamentos cuya iniciativa les corresponda. Cuando
sea preceptiva la solicitud de dictdmenes, la publicacién se producird una



vez que estos hayan sido solicitados a los 6rganos consultivos correspon-
dientes sin que ello suponga, necesariamente, la apertura de un tramite de
audiencia publica.

d) Las memorias e informes que conformen los expedientes de elaboracion
de los textos normativos.

e) Los documentos que, conforme a la legislacién sectorial vigente, deban ser
sometidos a un periodo de informacién publica durante su tramitacion.

1.4.7. Informacion econdmica, presupuestaria y estadistica

Los sujetos incluidos en el &mbito de aplicacién de la ley de Transparencia
deberan hacer publica, como minimo, la informacién relativa a los actos de ges-
tiébn administrativa con repercusién econémica o presupuestaria que se indican
a continuacién:

a) Todos los contratos, con indicacién del objeto, duracién, el importe de
licitacién y de adjudicacién, el procedimiento utilizado para su celebra-
cidn, los instrumentos a través de los que, en su caso, se ha publicitado, el
nuimero de licitadores participantes en el procedimiento y la identidad del
adjudicatario, asi como las modificaciones del contrato. Igualmente seran
objeto de publicacién las decisiones de desistimiento y renuncia de los
contratos. La publicacién de la informacién relativa a los contratos meno-
res podra realizarse trimestralmente.

Asimismo, se publicaran datos estadisticos sobre el porcentaje en volumen
presupuestario de contratos adjudicados a través de cada uno de los pro-
cedimientos previstos en la legislacién de contratos del sector publico.

b) La relacién de los convenios suscritos, con mencién de las partes firmantes,
su objeto, plazo de duracién, modificaciones realizadas, obligados a la reali-
zacién de las prestaciones v, en su caso, las obligaciones econdmicas conve-
nidas. Igualmente, se publicaran las encomiendas de gestiéon que se firmen,
con indicacién de su objeto, presupuesto, duracién, obligaciones econémi-
cas y las subcontrataciones que se realicen con mencién de los adjudicata-
rios, procedimiento seguido para la adjudicacién e importe de la misma.

c) Las subvenciones y ayudas publicas concedidas con indicacién de su im-
porte, objetivo o finalidad y beneficiarios.

d) Los presupuestos, con descripcién de las principales partidas presupuesta-
rias e informacién actualizada y comprensible sobre su estado de ejecucién
y sobre el cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria y
sostenibilidad financiera de las Administraciones Publicas.



e) Las cuentas anuales que deban rendirse y los informes de auditoria de
cuentas y de fiscalizacién por parte de los érganos de control externo que
sobre ellos se emitan.

f) Las retribuciones percibidas anualmente por los altos cargos y maximos
responsables de las entidades incluidas en el ambito de la aplicacion de
este titulo. Igualmente, se haran publicas las indemnizaciones percibidas,
en su caso, con ocasion del abandono del cargo.

g) Las resoluciones de autorizacién o reconocimiento de compatibilidad que
afecten a los empleados publicos asi como las que autoricen el ejercicio de
actividad privada al cese de los altos cargos de la Administracion General
del Estado o asimilados segtin la normativa autonémica o local.

h) Las declaraciones anuales de bienes y actividades de los representantes lo-
cales, en los términos previstos en la Ley 7/1985 de 2 de abril, Reguladora
de las Bases de Régimen Local. Cuando el reglamento no fije los términos
en que han de hacerse publicas estas declaraciones se aplicaré lo dispuesto
en la normativa de conflictos de intereses en el &mbito de la Administra-
cién General del Estado. En todo caso, se omitiran los datos relativos a la
localizacién concreta de los bienes inmuebles y se garantizara la privacidad
y seguridad de sus titulares.

i) La informacion estadistica necesaria para valorar el grado de cumplimien-
to y calidad de los servicios publicos que sean de su competencia, en los
términos que defina cada administracién competente.

Las personas fisicas vy juridicas que presten servicios publicos o ejerzan potes-
tades administrativas estaran deberan publicar la informacién a la que se refieren
las letras a) y b) cuando se trate de contratos o convenios celebrados con una Ad-
ministracién Pablica. Asimismo, habran de publicar la informacién prevista en la
letra c) en relacién a las subvenciones que reciban cuando el érgano concedente
sea una Administracién Pablica.

Las Administraciones Publicas publicaran la relacién de los bienes inmuebles
que sean de su propiedad o sobre los que ostenten algiin derecho real.

1.4.8. Control

El cumplimiento por la Administracién General del Estado de las obliga-
ciones sera objeto de control por parte del Consejo de Transparencia y Buen
Gobierno.

En ejercicio de la competencia, el Consejo de Transparencia y Buen Gobier-
no, de acuerdo con el procedimiento que se prevea reglamentariamente, podra
dictar resoluciones en las que se establezcan las medidas que sea necesario



adoptar para el cese del incumplimiento y el inicio de las actuaciones disciplina-
rias que procedan.

El incumplimiento reiterado de las obligaciones de publicidad activa regula-
das en este capitulo tendréa la consideracién de infraccion grave a los efectos de
aplicaciéon a sus responsables del régimen disciplinario previsto en la correspon-
diente normativa reguladora.

1.4.9. Portal de la Transparencia

La Administracién General del Estado desarrollard un Portal de la Transpa-
rencia, dependiente del Ministerio de la Presidencia, que facilitara el acceso de
los ciudadanos a toda la informacién a la que nos venimos refiriendo, relativa a
su ambito de actuacion.

El Portal de la Transparencia incluiré, en los términos que se establezcan re-
glamentariamente, la informacién de la Administracion General del Estado, cuyo
acceso se solicite con mayor frecuencia.

La Administracién General del Estado, las Administraciones de las Co-
munidades Auténomas y de las Ciudades de Ceuta y Melilla y las entidades
que integran la Administracion Local podran adoptar otras medidas com-
plementarias y de colaboracién para el cumplimiento de las obligaciones de
transparencia.

Principios técnicos

El Portal de la Transparencia contendra informacién publicada de acuerdo
con las prescripciones técnicas que se establezcan reglamentariamente que debe-
ran adecuarse a los siguientes principios:

a) Accesibilidad: se proporcionaréd informacién estructurada sobre los do-
cumentos y recursos de informacién con vistas a facilitar la identificacién y
busqueda de la informacién.

b) Interoperabilidad: la informacién publicada seré conforme al Esquema
Nacional de Interoperabilidad, aprobado por el Real Decreto 4/2010 de 8
de enero, asi como a las normas técnicas de interoperabilidad.

c) Reutilizacion: se fomentard que la informacién sea publicada en for-
matos que permita su reutilizacién, de acuerdo con lo previsto en la Ley
37/2007, de 16 de noviembre, sobre reutilizacién de la informacién del
sector publico y en su normativa de desarrollo.



1.4.10. Derecho de acceso a la infermacion publica

Todas las personas tienen derecho a acceder a la informacién publica, en los
términos previstos en el articulo 105.b) de la Constitucién Espanola, desarrolla-
dos por esta Ley.

Asimismo, y en el &mbito de sus respectivas competencias, sera de aplicacién
la correspondiente normativa autonémica.

A) Informacion publica

Se entiende por informacién publica los contenidos o documentos, cualquie-
ra que sea su formato o soporte, que obren en poder de alguno de los sujetos
incluidos en el &mbito de aplicacién de este titulo v que hayan sido elaborados o
adquiridos en el ejercicio de sus funciones.

B) Limites al derecho de acceso (Art. 14)

El derecho de acceso podra ser limitado cuando acceder a la informacién
suponga un perjuicio para:

a) La seguridad nacional.

o

) La defensa.

) Las relaciones exteriores.

O

d) La seguridad publica.

e) La prevencién, investigacién y sancién de los ilicitos penales, administrati-
vos o disciplinarios.

f) Laigualdad de las partes en los procesos judiciales v la tutela judicial efectiva.
g) Las funciones administrativas de vigilancia, inspeccién y control.

h) Los intereses econémicos y comerciales.

i) La politica econémica y monetaria.

j) El secreto profesional y la propiedad intelectual e industrial.

k) La garantia de la confidencialidad o el secreto requerido en procesos de
toma de decision.

1) La proteccién del medio ambiente.
La aplicacién de los limites seré justificada y proporcionada a su objeto v finali-

dad de proteccién y atenderd a las circunstancias del caso concreto, especialmente
a la concurrencia de un interés publico o privado superior que justifique el acceso.



Las resoluciones que se dicten en aplicacién de este articulo serén objeto de
publicidad previa disociaciéon de los datos de caracter personal que contuvieran
y sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 3 del articulo 20 (Cuando la mera
indicacién de la existencia o no de la informacién supusiera la vulneracién de
alguno de los limites al acceso se indicard esta circunstancia al desestimarse la
solicitud), una vez hayan sido notificadas a los interesados.

C) Proteccion de datos personales

Si la informacién solicitada contuviera datos especialmente protegidos a los
que se refiere el apartado 2 del articulo 7 de la Ley Orgénica 15/1999, de 13 de
diciembre, de Proteccién de Datos de Caréacter Personal, el acceso tinicamente se
podré autorizar en caso de que se contase con el consentimiento expreso y por
escrito del afectado, a menos que dicho afectado hubiese hecho manifiestamente
publicos los datos con anterioridad a que se solicitase el acceso.

Si la informacion incluyese datos especialmente protegidos a los que se refiere
el apartado 3 del articulo 7 de la Ley Orgéanica 15/1999, de 13 de diciembre, o
datos relativos a la comisién de infracciones penales o administrativas que no
conllevasen la amonestacién publica al infractor, el acceso sélo se podré autorizar
en caso de que se cuente con el consentimiento expreso del afectado o si aquél
estuviera amparado por una norma con rango de Ley.

Con caracter general, y salvo que en el caso concreto prevalezca la proteccién
de datos personales u otros derechos constitucionalmente protegidos sobre el
interés publico en la divulgacién que lo impida, se concedera el acceso a infor-
macién que contenga datos meramente identificativos relacionados con la orga-
nizacién, funcionamiento o actividad publica del 6rgano.

Cuando la informacién solicitada no contuviera datos especialmente protegi-
dos, el 6rgano al que se dirija la solicitud concederéa el acceso previa ponderacién
suficientemente razonada del interés publico en la divulgacién de la informacién y
los derechos de los afectados cuyos datos aparezcan en la informacién solicitada,
en particular su derecho fundamental a la proteccién de datos de carécter personal.

Para la realizacién de la citada ponderacién, dicho érgano tomara particular-
mente en consideracién los siguientes criterios:

a) El menor perjuicio a los afectados derivado del transcurso de los plazos
establecidos en el articulo 57 de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del patri-
monio Histérico Espanol.

b) La justificacién por los solicitantes de su peticion en el ejercicio de un de-
recho o el hecho de que tengan la condicién de investigadores y motiven
el acceso en fines histéricos, cientificos o estadisticos.



c) El menor perjuicio de los derechos de los afectados en caso de que los
documentos Ginicamente contuviesen datos de caracter meramente identi-
ficativo de aquéllos.

d) La mayor garantia de los derechos de los afectados en caso de que los
datos contenidos en el documento puedan afectar a su intimidad o a su
seguridad, o se refieran a menores de edad.

No sera aplicable lo establecido en los apartados anteriores si el acceso se
efectia previa disociacién de los datos de caracter personal de modo que se
impida la identificacién de las personas afectadas.

La normativa de proteccién de datos personales sera de aplicacién al trata-
miento posterior de los obtenidos a través del ejercicio del derecho de acceso.

D) Acceso parcial

En los casos en que la aplicacién de alguno de los limites previstos en el arti-
culo 14 no afecte a la totalidad de la informacién, se concedera el acceso parcial
previa omisién de la informacién afectada por el limite salvo que de ello resulte
una informacién distorsionada o que carezca de sentido. En este caso, debera
indicarse al solicitante que parte de la informacién ha sido omitida.

1.4.11. Ejercicio del derecho de acceso a la informacion publica

A) Solicitud de acceso a la informacion

El procedimiento para el ejercicio del derecho de acceso se iniciara con la
presentacién de la correspondiente solicitud, que debera dirigirse al titular del
6rgano administrativo o entidad que posea la informaciéon. Cuando se trate de
informacién en posesién de personas fisicas o juridicas que presten servicios pa-
blicos o ejerzan potestades administrativas, la solicitud se dirigira a la Administra-
cién, organismo o entidad a las que se encuentren vinculadas.

La solicitud podra presentarse por cualquier medio que permita tener cons-
tancia de:

a) La identidad del solicitante.

b) La informacién que se solicita.

c) Una direccién de contacto, preferentemente electrénica, a efectos de co-
municaciones.

d) En su caso, la modalidad que se prefiera para acceder a la informacién
solicitada.



El solicitante no esta obligado a motivar su solicitud de acceso a la informa-
cién. Sin embargo, podra exponer los motivos por los que solicita la informacién
y que podran ser tenidos en cuenta cuando se dicte la resolucién. No obstante,
la ausencia de motivacién no sera por si sola causa de rechazo de la solicitud.

Los solicitantes de informacién podréan dirigirse a las Administraciones Publi-
cas en cualquiera de las lenguas cooficiales del Estado en el territorio en el que
radique la Administracién en cuestion.

B) Causas de inadmision

Se inadmitirén a trémite, mediante resolucién motivada, las solicitudes:

a) Que se refieran a informacién que esté en curso de elaboracién o de pu-
blicacién general.

b) Referidas a informacién que tenga caracter auxiliar o de apoyo como la
contenida en notas, borradores, opiniones, resimenes, comunicaciones e
informes internos o entre érganos o entidades administrativas.

c) Relativas a informacién para cuya divulgacién sea necesaria una accién
previa de reelaboracion.

d) Dirigidas a un érgano en cuyo poder no obre la informacién cuando se
desconozca el competente.

e) Que sean manifiestamente repetitivas o tengan un caracter abusivo no
justificado con la finalidad de transparencia de esta Ley.

En el caso en que se inadmita la solicitud por concurrir la causa prevista en la
letra d) del apartado anterior, el 6rgano que acuerde la inadmisién debera indicar en
la resolucién el érgano que, a su juicio, es competente para conocer de la solicitud.

C) Tramitacion

Si la solicitud se refiere a informacién que no obre en poder del sujeto al que
se dirige, éste la remitird al competente, si lo conociera, e informara de esta cir-
cunstancia al solicitante.

Cuando la solicitud no identifique de forma suficiente la informacién, se pedi-
ra al solicitante que la concrete en un plazo de diez dias, con indicacién de que,
en caso de no hacerlo, se le tendra por desistido, asi como de la suspension del
plazo para dictar resolucién.

Si la informacién solicitada pudiera afectar a derechos o intereses de terceros,
debidamente identificados, se les concederd un plazo de quince dias para que



puedan realizar las alegaciones que estimen oportunas. El solicitante deberéa ser
informado de esta circunstancia, asi como de la suspensién del plazo para dictar
resolucién hasta que se hayan recibido las alegaciones o haya transcurrido el
plazo para su presentacion.

Cuando la informacién objeto de la solicitud, aun obrando en poder del su-
jeto al que se dirige, haya sido elaborada o generada en su integridad o parte
principal por otro, se le remitira la solicitud a éste para que decida sobre el acceso.

D) Resolucion

La resolucién en la que se conceda o deniegue el acceso deberé notificarse
al solicitante y a los terceros afectados que asi lo hayan solicitado en el plazo
maximo de un mes desde la recepcién de la solicitud por el érgano competente
para resolver.

Este plazo podra ampliarse por otro mes en el caso de que el volumen o la
complejidad de la informacién que se solicita asi lo hagan necesario y previa
notificacién al solicitante.

Seran motivadas las resoluciones que denieguen el acceso, las que concedan
el acceso parcial o a través de una modalidad distinta a la solicitada vy las que
permitan el acceso cuando haya habido oposicién de un tercero. En este tGltimo
supuesto, se indicara expresamente al interesado que el acceso sélo tendré lugar
cuando hava transcurrido el plazo del articulo 22.2. (Si ha existido oposicién de
tercero, el acceso sélo tendra lugar cuando, habiéndose concedido dicho acceso,
haya transcurrido el plazo para interponer recurso contencioso administrativo sin
que se haya formalizado o haya sido resuelto confirmando el derecho a recibir
la informacién).

Cuando la mera indicacién de la existencia o no de la informacién supusiera
la vulneracién de alguno de los limites al acceso se indicara esta circunstancia al
desestimarse la solicitud.

Transcurrido el plazo méximo para resolver sin que se haya dictado y notifica-
do resolucién expresa se entendera que la solicitud ha sido desestimada.

Las resoluciones dictadas en materia de acceso a la informacién publica son
recurribles directamente ante la Jurisdiccion Contencioso-administrativa, sin per-
juicio de la posibilidad de interposicién de la reclamacién potestativa prevista en
ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.

El incumplimiento reiterado de la obligacién de resolver en plazo tendra la
consideracién de infraccién grave a los efectos de la aplicacién a sus responsables
del régimen disciplinario previsto en la correspondiente normativa reguladora.



E) Unidades de informacion

Las Administraciones Publicas incluidas en el ambito de aplicacion de La Ley
19/2013 de 9 de diciembre, estableceran sistemas para integrar la gestion de solicitu-
des de informacién de los ciudadanos en el funcionamiento de su organizacién interna.

En el &mbito de la Administracién General del Estado, existirdn unidades es-
pecializadas que tendréan las siguientes funciones:

a) Recabar y difundir la informacién a la que se refiere el capitulo II del titulo
de esta Ley.

b) Recibir y dar tramitacién a las solicitudes de acceso a la informacién.

c) Realizar los tramites internos necesarios para dar acceso a la informacién
solicitada.

d) Realizar el seguimiento y control de la correcta tramitacién de las solicitu-
des de acceso a la informacién.

e) Llevar un registro de las solicitudes de acceso a la informacién.

f) Asegurar la disponibilidad en la respectiva pagina web o sede electrdnica
de la informacién cuyo acceso se solicita con mas frecuencia.

g) Mantener actualizado un mapa de contenidos en el que queden identifica-
dos los distintos tipos de informacién que obre en poder del érgano.

h) Todas aquellas que sean necesarias para asegurar una correcta aplicacién
de las disposiciones de esta Ley.

Elresto de las entidades incluidas en el &mbito de aplicacién de la Ley 19/2013
de 9 de diciembre, identificaran claramente el érgano competente para conocer
de las solicitudes de acceso.

F) Formalizacién del acceso

El acceso a la informacion se realizara preferentemente por via electrénica, sal-
vo cuando no sea posible o el solicitante haya senalado expresamente otro medio.
Cuando no pueda darse el acceso en el momento de la notificacién de la reso-
lucién deberé otorgarse, en cualquier caso, en un plazo no superior a diez dias.

Si ha existido oposicion de tercero, el acceso sélo tendra lugar cuando, ha-
biéndose concedido dicho acceso, haya transcurrido el plazo para interponer
recurso contencioso administrativo sin que se haya formalizado o haya sido re-
suelto confirmando el derecho a recibir la informacion.

Si la informacién ya ha sido publicada, la resolucién podra limitarse a indicar
al solicitante como puede acceder a ella.



El acceso a la informacién sera gratuito. No obstante, la expedicién de copias
o la trasposicién de la informacién a un formato diferente al original podré dar
lugar a la exigencia de exacciones en los términos previstos en la Ley 8/1989, de
13 de abril, de Tasas y Precios Publicos, o, en su caso, conforme a la normativa
autonémica o local que resulte aplicable.

G) Regimen de impugnaciones

Reclamacion ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobhierno

Frente a toda resolucién expresa o presunta en materia de acceso podra
interponerse una reclamacién ante el Consejo de Transparencia v Buen Go-
bierno, con caracter potestativo y previo a su impugnacién en via contencio-
so-administrativa.

La reclamacién se interpondra en el plazo de un mes a contar desde el dia
siguiente al de la notificacién del acto impugnado o desde el dia siguiente a aquel
en que se produzcan los efectos del silencio administrativo.

La tramitacién de la reclamacién se ajustard a lo dispuesto en materia
de recursos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento
Administrativo Comun de las Administraciones Publicas.

Cuando la denegacién del acceso a la informacién se fundamente en la pro-
teccién de derechos o intereses de terceros se otorgara, previamente a la resolu-
cién de la reclamacién, trémite de audiencia a las personas que pudieran resultar
afectadas para que aleguen lo que a su derecho convenga.

El plazo méximo para resolver y notificar la resolucién seré de tres meses,
transcurrido el cual, la reclamacion se entendera desestimada.

Las resoluciones del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno se publica-
ran, previa disociacién de los datos de caracter personal que contuvieran, por
medios electrénicos y en los términos en que se establezca reglamentariamente,
una vez se hayan notificado a los interesados.

El Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno comunicara al
Defensor del Pueblo las resoluciones que dicte en aplicacién de este articulo.

La competencia para conocer de dichas reclamaciones correspondera al
Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, salvo en aquellos supuestos en
que las Comunidades Auténomas atribuyan dicha competencia a un érgano
especifico, de acuerdo con lo establecido en la disposicién adicional cuarta
de esta Ley.



H) Recursos

La reclamacién ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, tendra la
consideracién de sustitutiva de los recursos administrativos de conformidad con lo
dispuesto en el articulo 112 delaLey39/2015.

No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, contra las resoluciones dicta-
das por La Casa de su Majestad el Rey, el Congreso de los Diputados, el Senado,
el Tribunal Constitucional y el Consejo General del Poder Judicial, asi como el
Banco de Espana, el Consejo de Estado, el Defensor del Pueblo, el Tribunal de
Cuentas, el Consejo Econémico y Social v las instituciones autonémicas analo-
gas, en relacién con sus actividades sujetas a Derecho Administrativo. Sélo cabra
la interposicién de recurso contencioso-administrativo.

1.4.12. Buen Gobierno

A) Ambito de aplicacion

En el &mbito de la Administracién General del Estado las disposiciones de
este titulo se aplicaran a los miembros del Gobierno, a los Secretarios de Estado
y al resto de los altos cargos de la Administracién General del Estado y de las
entidades del sector publico estatal, de Derecho publico o privado, vinculadas o
dependientes de aquella.

A estos efectos, se consideraran altos cargos los que tengan tal consideracién
en aplicacién de la normativa en materia de conflictos de intereses.

Este titulo sera de aplicacién a los altos cargos o asimilados que, de acuerdo
con la normativa autonémica o local que sea de aplicacién, tengan tal considera-
cién, incluidos los miembros de las Juntas de Gobierno de las Entidades Locales.

La aplicacién a los sujetos mencionados en los apartados anteriores de las
disposiciones contenidas en este titulo no afectara, en ningin caso, a la condicién
de cargo electo que pudieran ostentar.

B) Principios de buen gobierno

Las personas comprendidas en el &mbito de aplicacién de este titulo obser-
varan en el ejercicio de sus funciones lo dispuesto en la Constitucién Espanola
y en el resto del ordenamiento juridico v promoveran el respeto a los derechos
fundamentales y a las libertades publicas.



Asimismo, adecuaran su actividad a los siguientes:

a) Principios generales:

1.

Actuarén con transparencia en la gestién de los asuntos publicos, de
acuerdo con los principios de eficacia, economia y eficiencia y con el
objetivo de satisfacer el interés general.

. Ejerceran sus funciones con dedicacién al servicio publico, abstenién-

dose de cualquier conducta que sea contraria a estos principios.

. Respetaran el principio de imparcialidad, de modo que mantengan un

criterio independiente y ajeno a todo interés particular.

Aseguraran un trato igual y sin discriminaciones de ningtn tipo en el
ejercicio de sus funciones.

. Actuaran con la diligencia debida en el cumplimiento de sus obligacio-

nes y fomentaran la calidad en la prestacién de servicios publicos.

. Mantendran una conducta digna y trataran a los ciudadanos con esme-

rada correccién.

. Asumiran la responsabilidad de las decisiones y actuaciones propias y

de los organismos que dirigen, sin perjuicio de otras que fueran exigi-
bles legalmente.

Principios de actuacién:

1.

Desempenaran su actividad con plena dedicacién y con pleno respeto a la
normativa reguladora de las incompatibilidades y los conflictos de intereses.

. Guardaran la debida reserva respecto a los hechos o informaciones

conocidos con motivo u ocasién del ejercicio de sus competencias.

. Pondran en conocimiento de los érganos competentes cualquier actua-

cién irregular de la cual tengan conocimiento.

Ejerceréan los poderes que les atribuye la normativa vigente con la finalidad
exclusiva para la que fueron otorgados y evitaran toda accién que pueda
poner en riesgo el interés publico o el patrimonio de las Administraciones.

. No se implicaran en situaciones, actividades o intereses incompatibles

con sus funciones y se abstendran de intervenir en los asuntos en que
concurra alguna causa que pueda afectar a su objetividad.

. No aceptarén para si regalos que superen los usos habituales, sociales

o de cortesia, ni favores o servicios en condiciones ventajosas que pue-
dan condicionar el desarrollo de sus funciones. En el caso de obsequios
de una mayor relevancia institucional se procedera a su incorporacién
al patrimonio de la Administracién Publica correspondiente.

Desempenaran sus funciones con transparencia.



. Gestionaran, protegeran y conservaran adecuadamente los recursos
8. Gest , prot decuad te |
publicos, que no podréan ser utilizados para actividades que no sean las
permitidas por la normativa que sea de aplicacién.

9. No se valdran de su posicion en la Administracién para obtener venta-
jas personales o materiales.

Los principios establecidos en este articulo informaréan la interpretacién y apli-
cacién del régimen sancionador regulado en este titulo.

C) Infracciones y sanciones en materia de conflicto de intereses

El incumplimiento de las normas de incompatibilidades o de las que regulan las
declaraciones que han de realizar las personas comprendidas en el &mbito de este
titulo sera sancionado de conformidad con lo dispuesto en la normativa en materia
de conlflictos de intereses de la Administracién General del Estado y para el resto de
Administraciones de acuerdo con su propia normativa que resulte de aplicacién.

D) Infracciones en materia de gestion econémico-presupuestaria

Constituyen infracciones muy graves las siguientes conductas cuando sean
culpables:

a)

b)

La incursién en alcance en la administracién de los fondos publicos cuan-
do la conducta no sea subsumible en ninguno de los tipos que se contem-
plan en las letras siguientes.

La administracién de los recursos y demés derechos de la Hacienda Publi-
ca sin sujecion a las disposiciones que regulan su liquidacién, recaudacion
o ingreso en el Tesoro.

Los compromisos de gastos, reconocimiento de obligaciones y ordenacién
de pagos sin crédito suficiente para realizarlos o con infraccién de lo dis-
puesto en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, o
en la de Presupuestos u otra normativa presupuestaria que sea aplicable.

La omisién del trdmite de intervencién previa de los gastos, obligaciones
o pagos, cuando ésta resulte preceptiva o del procedimiento de resolucién
de discrepancias frente a los reparos suspensivos de la intervencién, regu-
lado en la normativa presupuestaria.

La ausencia de justificacién de la inversién de los fondos a los que se refie-
ren los articulos 78 y 79 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General
Presupuestaria, o, en su caso, la normativa presupuestaria equivalente de
las administraciones distintas de la General del Estado.



EI incumplimiento de la obligacién de destinar integramente los ingresos
obtenidos por encima de los previstos en el presupuesto a la reduccién del
nivel de deuda publica de conformidad con lo previsto en el articulo 12.5
de la Ley Orgdnica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y
Sostenibilidad Financiera y el incumplimiento de la obligacién del destino
del superavit presupuestario a la reduccion del nivel de endeudamiento neto
en los términos previstos en el articulo 32 v la disposicién adicional sexta de
la citada Ley. Letra f) del articulo 28 redactada por la disposicion final tercera
de la L.O. 9/2013, de 20 de diciembre, de control de la deuda comercial en
el sector publico («B.O.E.» 21 diciembre).

La realizacién de operaciones de crédito y emisiones de deudas que no
cuenten con la preceptiva autorizacién o, habiéndola obtenido, no se cumpla
con lo en ella previsto o se superen los limites previstos en la Ley Orgénica
2/2012, de 27 de abril, la Ley Orgénica 8/1980, de 22 de septiembre, de
Financiacién de las Comunidades Auténomas, y en el Texto Refundido de
la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto
Legislativo 2/2004 de 5 de marzo.

La no adopcién en plazo de las medidas necesarias para evitar el riesgo de
incumplimiento, cuando se haya formulado la advertencia prevista en el
articulo 19 de la Ley Orgéanica 2/2012, de 27 de abril.

La suscripcion de un Convenio de colaboraciéon o concesion de una sub-
vencién a una Administracién Publica que no cuente con el informe favo-
rable del Ministerio de Hacienda y Administraciones Publicas previsto en
el articulo 20.3 de la Ley Orgéanica 2/2012, de 27 de abiril.

La no presentacion o la falta de puesta en marcha en plazo del plan econé-
mico-financiero o del plan de reequilibrio de conformidad con el articulo
23 de la Ley Orgéanica 2/2012 de 27 de abril.

El incumplimiento de las obligaciones de publicacién o de suministro de
informacién previstas en la normativa presupuestaria y econémico-finan-
ciera, siempre que en este Ultimo caso se hubiera formulado requerimiento.

La falta de justificacion de la desviacién, o cuando asi se le haya requerido la
falta de inclusién de nuevas medidas en el plan econémico-financiero o en el
plan de reequilibrio de acuerdo con el articulo 24.3 de la Ley Orgéanica 2/2012
de 27 de abil.

m) La no adopcién de las medidas previstas en los planes econémico-finan-

cieros y de reequilibrio, segln corresponda, previstos en los articulos 21 y
22 de la Ley Orgéanica 2/2012, de 27 de abril.

n) La no adopcién en el plazo previsto del acuerdo de no disponibilidad al

que se refieren los articulos 20.5.a) v 25 de la Ley Orgénica 2/2012, de



D)

a)

27 de abiril, asi como la no constitucién del depésito previsto en el citado
articulo 25 de la misma Ley, cuando asi se haya solicitado. Letra n) del
articulo 28 redactada por la disposicién final tercera de la L.O. 9/2013,
de 20 de diciembre, de control de la deuda comercial en el sector publico
(«B.O.E.» 21 diciembre).

La no adopcién de un acuerdo de no disponibilidad, la no constitucién del
depésito que se hubiere solicitado o la falta de ejecucién de las medidas
propuestas por la Comisién de Expertos cuando se hubiere formulado el

requerimiento del Gobierno previsto en el articulo 26.1 de la Ley Orgéanica
2/2012, de 27 de abiril.

El incumplimiento de las instrucciones dadas por el Gobierno para ejecu-
tar las medidas previstas en el articulo 26.1 de la Ley Orgénica 2/2012 de
27 de abril.

El incumplimiento de la obligacién de rendir cuentas regulada en el articu-
lo 137 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria u
otra normativa presupuestaria que sea aplicable.

E) Infracciones disciplinarias

Son infracciones muy graves:

a)

b)

El incumplimiento del deber de respeto a la Constituciéon y a los respecti-
vos Estatutos de Autonomia de las Comunidades Auténomas y Ciudades
de Ceuta y Melilla, en el ejercicio de sus funciones.

Toda actuacién que suponga discriminacién por razén de origen racial o
étnico, religion o convicciones, discapacidad, edad u orientacién sexual,
lengua, opinién, lugar de nacimiento o vecindad, sexo o cualquier otra
condicién o circunstancia personal o social, asi como el acoso por razén
de origen racial o étnico, religién o convicciones, discapacidad, edad u
orientacién sexual y el acoso moral, sexual y por razén de sexo.

La adopcién de acuerdos manifiestamente ilegales que causen perjuicio
grave a la Administracién o a los ciudadanos.

La publicacién o utilizacién indebida de la documentacién o informacién
a que tengan o hayan tenido acceso por razén de su cargo o funcién.

La negligencia en la custodia de secretos oficiales, declarados asi por Ley
o clasificados como tales, que sea causa de su publicacién o que provoque
su difusién o conocimiento indebido.



El notorio incumplimiento de las funciones esenciales inherentes al puesto
de trabajo o funciones encomendadas.

La violacién de la imparcialidad, utilizando las facultades atribuidas para
influir en procesos electorales de cualquier naturaleza y ambito.

La prevalencia de la condicién de alto cargo para obtener un beneficio
indebido para si o para otro.

La obstaculizacién al ejercicio de las libertades publicas y derechos sindicales.

La realizacién de actos encaminados a coartar el libre ejercicio del derecho
de huelga.

El acoso laboral.

La comisién de una infraccién grave cuando el autor hubiera sido sancio-
nado por dos infracciones graves a lo largo del afio anterior contra las que
no quepa recurso en la via administrativa.

Son infracciones graves:

a)

b)

c)

d)

El abuso de autoridad en el ejercicio del cargo.

La intervencién en un procedimiento administrativo cuando se dé alguna
de las causas de abstencién legalmente senaladas.

La emisién de informes y la adopcién de acuerdos manifiestamente ilega-
les cuando causen perjuicio a la Administracién o a los ciudadanos y no
constituyan infraccién muy grave.

No guardar el debido sigilo respecto a los asuntos que se conozcan por
razén del cargo, cuando causen perjuicio a la Administracién o se utilice
en provecho propio.

El incumplimiento de los plazos u otras disposiciones de procedimiento en
materia de incompatibilidades, cuando no suponga el mantenimiento de
una situacién de incompatibilidad.

La comisién de una infraccién leve cuando el autor hubiera sido sanciona-
do por dos infracciones leves a lo largo del afio anterior contra las que no
quepa recurso en la via administrativa.

Son infracciones leves:

a)

b)

La incorreccién con los superiores, companeros o subordinados.

El descuido o negligencia en el ejercicio de sus funciones y el incumpli-
miento de los principios de actuacién del articulo 26.2.b) cuando ello no
constituya infraccién grave o muy grave o la conducta no se encuentre
tipificada en otra norma.



F) Sanciones

Las infracciones leves serédn sancionadas con una amonestacion.

Por la comisién de una infraccién grave se impondran al infractor algunas de
las siguientes sanciones:

a) La declaracién del incumplimiento y su publicacién en el «Boletin Oficial
del Estado» o diario oficial que corresponda.

b) La no percepcidn, en el caso de que la llevara aparejada, de la correspon-
diente indemnizacién para el caso de cese en el cargo.

En el caso de las infracciones muy graves, se impondran en todo caso las
sanciones previstas en el apartado anterior.

Los sancionados por la comisién de una infraccién muy grave seran destituidos
del cargo que ocupen salvo que ya hubiesen cesado y no podran ser nombrados
para ocupar ningun puesto de alto cargo o asimilado durante un periodo de entre
cinco y diez afos con arreglo a los criterios previstos en el apartado siguiente.

La comisién de infracciones muy graves, graves o leves se sancionara
de acuerdo con los criterios recogidos en el articulo 29 de la Ley 40/2015, de
Régimen Juridico del Sector Publico, y los siguientes:

a) La naturaleza y entidad de la infraccién.
b) La gravedad del peligro ocasionado o del perjuicio causado.

c) Las ganancias obtenidas, en su caso, como consecuencia de los actos u
omisiones constitutivos de la infraccion.

d) Las consecuencias desfavorables de los hechos para la Hacienda Publica
respectiva.

e) La circunstancia de haber procedido a la subsanacion de la infraccién por
propia iniciativa.

f) La reparacién de los dafios o perjuicios causados.

En la graduacién de las sanciones se valorara la existencia de perjuicios para
el interés publico, la repercusién de la conducta en los ciudadanos, y, en su caso,
la percepcién indebida de cantidades por el desempernio de actividades publicas
incompatibles.

Cuando las infracciones pudieran ser constitutivas de delito, la Administracién
pondra los hechos en conocimiento del Fiscal General del Estado y se abstendra
de seguir el procedimiento mientras la autoridad judicial no dicte una resolucién
que ponga fin al proceso penal.



Cuando los hechos estén tipificados como infraccién en una norma admi-
nistrativa especial, se dard cuenta de los mismos a la Administracién compe-
tente para la instruccién del correspondiente procedimiento sancionador, sus-
pendiéndose las actuaciones hasta la terminacién de aquel. No se considerara
normativa especial la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuesta-
ria, respecto de las infracciones previstas en el articulo 28, pudiéndose tramitar
el procedimiento de responsabilidad patrimonial simultdneamente al procedi-
miento sancionador.

En todo caso la comision de las infracciones previstas en el articulo 28 conlle-
vara las siguientes consecuencias:

a) La obligacién de restituir, en su caso, las cantidades percibidas o satisfe-
chas indebidamente.

b) La obligacién de indemnizar a la Hacienda Publica en los términos del arti-
culo 176 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

G) Organo competente y procedimiento

El procedimiento sancionador se iniciaréa de oficio, por acuerdo del érgano
competente, bien por propia iniciativa o como consecuencia de orden superior,
peticién razonada de otros érganos o denuncia de los ciudadanos.

La responsabilidad seré exigida en procedimiento administrativo instruido al
efecto, sin perjuicio de dar conocimiento de los hechos al Tribunal de Cuentas
por si procediese, en su caso, la incoacién del oportuno procedimiento de res-
ponsabilidad contable.

El 6rgano competente para ordenar la incoacioén sera:

a) Cuando el alto cargo tenga la condicién de miembro del Gobierno o de
Secretario de Estado, el Consejo de Ministros a propuesta del Ministro de
Hacienda y Administraciones Publicas.

b) Cuando los presuntos responsables sean personas al servicio de la Ad-
ministracién General del Estado distintas de los anteriores, el Ministro de
Hacienda y Administraciones Publicas.

c) Cuando los presuntos responsables sean personas al servicio de la Admi-
nistracién autonémica o local, la orden de incoacién del procedimiento se
daréa por los érganos que tengan atribuidas estas funciones en aplicacién
del régimen disciplinario propio de las Comunidades Auténomas o Entida-
des Locales en las que presten servicios los cargos contra los que se dirige
el procedimiento.



En los supuestos previstos en las letras a) y b) del apartado anterior, la ins-
truccién de los correspondientes procedimientos correspondera a la Oficina de
Contflictos de Intereses. En el supuesto contemplado en el apartado c) la instruc-
cién correspondera al 6rgano competente en aplicacién del régimen disciplinario
propio de la Comunidad Auténoma o Entidad Local correspondiente.

La competencia para la imposicién de sanciones correspondera:

a) Al Consejo de Ministros cuando el alto cargo tenga la condicién de miem-
bro del Gobierno o Secretario de Estado.

b) Al Ministro de Hacienda y Administraciones Publicas cuando el responsa-
ble sea un alto cargo de la Administracién General del Estado.

c) Cuando el procedimiento se dirija contra altos cargos de las Comunidades
Auténomas o Entidades Locales, los 6rganos que tengan atribuidas estas
funciones en aplicacién del régimen disciplinario propio de Administracio-
nes en las que presten servicios los cargos contra los que se dirige el procedi-
miento o, en su caso, el Consejo de Gobierno de la Comunidad Auténoma
o el Pleno de la Junta de Gobierno de la Entidad Local de que se trate.

Las resoluciones que se dicten en aplicacién del procedimiento sancionador
regulado en este titulo serén recurribles ante el orden jurisdiccional contencio-
so-administrativo.

H) Prescripcion

El plazo de prescripcién de las infracciones previstas en este titulo sera de cinco afios
para las infracciones muy graves, tres afios para las graves y un afo para las leves.

Las sanciones impuestas por la comisién de infracciones muy graves prescribiran
a los cinco anos, las impuestas por infracciones graves a los tres anos y las que sean
consecuencia de la comisién de infracciones leves prescribirén en el plazo de un ano.

Para el cémputo de los plazos de prescripcién regulados en los dos apartados
anteriores, asi como para las causas de su interrupcién, se estard a lo
dispuesto en el articulo 30 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen
Juridico del Sector Publico.

1.4.13. El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno

Se creo el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno como organismo
publico de los previstos en la disposicién adicional décima de la Ley 6/1997, de
14 de abril, de Organizacién y Funcionamiento de la Administracién General
del Estado. Estard adscrito al Ministerio de Hacienda y Administraciones
Publicas.



El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno tiene personalidad juridica
propia y plena capacidad de obrar. Actia con autonomia y plena independencia
en el cumplimiento de sus fines.

A) Fines

El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno tiene por finalidad promover
la transparencia de la actividad publica, velar por el cumplimiento de las obliga-
ciones de publicidad, salvaguardar el ejercicio de derecho de acceso a la informa-
cién publica y garantizar la observancia de las disposiciones de buen gobierno.

B) Composicion

El Consejo de Transparencia y Bueno Gobierno estard compuesto por los
siguientes 6rganos:

a) La Comisién de Transparencia y Buen Gobierno.

b) El Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno que lo sera
también de su Comisién.

C) Comision de Transparencia y Buen Gobierno

La Comisién de Transparencia y Buen Gobierno ejercera todas las compe-
tencias que le asigna esta Ley, asi como aquellas que les sean atribuidas en su
normativa de desarrollo.

Dicha Comisién estard compuesta por:
a) El Presidente.

b) Un Diputado.

c) Un Senador.

d) Un representante del Tribunal de Cuentas.

e) Un representante del Defensor del Pueblo.

f)  Un representante de la Agencia Espafiola de Proteccién de Datos.

g) Un representante de la Secretaria de Estado de Administraciones Publicas.
h) Un representante de la Autoridad Independiente de Responsabilidad Fiscal.
La condicién de miembro de la Comisién del Consejo de Transparencia y

Buen Gobierno no exigira dedicacién exclusiva ni dara derecho a remuneracién
con excepcién de lo previsto en el articulo siguiente.

Al menos una vez al ano, la Comisién de Transparencia y Buen Gobierno convo-
card a los representantes de los organismos que, con funciones similares a las desa-



Cuerpo General Auxiliar de la Administracion del Estado. Temario

rrolladas por ella, hayan sido creados por las Comunidades Auténomas en ejercicio
de sus competencias. A esta reunién podréa ser convocado un representante de la Ad-
ministracién Local propuesto por la Federacién Espanola de Municipios y Provincias.

D) Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno

El Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno serd nombrado
por un periodo no renovable de cinco afios mediante Real Decreto, a propuesta del
titular del Ministerio de Hacienda y Administraciones Publicas, entre personas de
reconocido prestigio y competencia profesional previa comparecencia de la persona
propuesta para el cargo ante la Comisién correspondiente del Congreso de los Dipu-
tados. El Congreso, a través de la Comisién competente y por acuerdo adoptado por
mayoria absoluta, debera refrendar el nombramiento del candidato propuesto en
el plazo de un mes natural desde la recepcién de la correspondiente comunicacion.

El Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno cesara en su
cargo por la expiracién de su mandato, a peticidon propia o por separacion acor-
dada por el Gobierno, previa instruccién del correspondiente procedimiento por
el titular del Ministerio de Hacienda y Administraciones Publicas, por incumpli-
miento grave de sus obligaciones, incapacidad permanente para el ejercicio de su
funcién, incompatibilidad sobrevenida o condena por delito doloso.

El Presidente del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno percibiré las re-
tribuciones fijadas de acuerdo con el Real Decreto 451/2012, de 5 de marzo, por
el que se regula el régimen retributivo de los méximos responsables y directivos
en el sector publico empresarial y otras entidades.

E) Funciones

Para la consecucién de sus objetivos, el Consejo de Transparencia y Buen
Gobierno tiene encomendadas las siguientes funciones:

a) Adoptar recomendaciones para el mejor cumplimiento de las obligaciones
contenidas en esta Ley.

b) Asesorar en materia de transparencia, acceso a la informacién publica y
buen gobierno.

c) Informar preceptivamente los proyectos normativos de carécter estatal que
desarrollen esta Ley o que estén relacionados con su objeto.

d) Evaluar el grado de aplicacién de esta Ley. Para ello, elaborara anualmen-
te una memoria en la que se incluira informacién sobre el cumplimiento de
las obligaciones previstas y que sera presentada ante las Cortes Generales.

e) Promover la elaboracién de borradores de recomendaciones y de directri-
ces y normas de desarrollo de buenas practicas en materia de transparen-
cia, acceso a la informacién publica y buen gobierno.



f) Promover actividades de formacién y sensibilizacién para un mejor cono-
cimiento de las materias reguladas por esta Ley.

g) Colaborar, en las materias que le son propias, con érganos de naturaleza
andloga.

h) Aquellas otras que le sean atribuidas por norma de rango legal o reglamentario.

El Presidente del Consejo de Transparencia vy Buen Gobierno ejercera las
siguientes funciones:

a) Adoptar criterios de interpretacién uniforme de las obligaciones conteni-
das en esta Ley.

b) Velar por el cumplimiento de las obligaciones de publicidad contenidas en el
capitulo II del titulo I de acuerdo con lo previsto en el articulo 9 de esta Ley.

c) Conocer de las reclamaciones que se presenten en aplicacién del articulo
24 de esta Ley.

d) Responder las consultas que, con caracter facultativo, le planteen los érganos
encargados de tramitar y resolver las solicitudes de acceso a la informacién.

e) Instar el inicio del procedimiento sancionador previsto en el titulo Il de esta
Ley. El 6rgano competente debera motivar, en su caso, su decisién de no
incoar el procedimiento.

f) Aprobar el anteproyecto de presupuesto.

g) Aquellas otras que le sean atribuidas por norma de rango legal o reglamentario.

F) Régimen juridico

El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno se regira, ademas de por lo
dispuesto en esta Ley, por:

a) Las disposiciones de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Pre-
supuestaria, que le sean de aplicacién. Anualmente elaborard un ante-
proyecto de presupuesto con la estructura que establezca el Ministerio de
Hacienda y Administraciones Publicas para su elevacién al Gobierno y su
posterior integracién en los Presupuestos Generales del Estado.

b) El Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se
aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Publico.

c) LaLey 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administracio-
nes Publicas, y, en lo no previsto en ella, por el Derecho privado en sus
adquisiciones patrimoniales.



d) El Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprue-
ba el texto refundido de la Ley del Estatuto Basico del Empleado Publico, y
las demés normas aplicables al personal funcionario de la Administracién
General del Estado, en materia de medios personales.

e) Las Leyes 39/2015 y 40/2015, y por la normativa que le sea de
aplicacién, en lo no dispuesto por esta normativa, cuando desarrolle sus
funciones publicas.

El Consejo de Ministros aprobara mediante Real Decreto el Estatuto del Con-
sejo de Transparencia y Buen Gobierno, en el que se establecera su organizacion,
estructura, funcionamiento, asi como todos los aspectos que sean necesarios para
el cumplimiento de sus funciones.

Con caréacter general, los puestos de trabajo del Consejo de Transparencia
y Bueno Gobierno seran desempenados por funcionarios publicos de acuerdo
con lo establecido en El Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por
el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Bésico del Empleado
Publico, v las normas de funcién publica aplicables al personal funcionario de la
Administracién General del Estado. El personal laboral podré desempenar pues-
tos de trabajo que se ajusten a la normativa de funcién publica de la Administra-
cién General del Estado. Asimismo, el personal que pase a prestar servicios en
el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno mediante los procedimientos de
provision previstos en la Administracién General del Estado mantendréa la con-
dicién de personal funcionario o laboral, de acuerdo con la legislacién aplicable.

El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno contara para el cumplimiento
de sus fines con los siguientes bienes y medios econémicos:

a) Las asignaciones que se establezcan anualmente con cargos a los Presu-
puestos Generales del Estado.

b) Los bienes y valores que constituyan su patrimonio, asi como los produc-
tos y rentas del mismo.

c) Cualesquiera otros que legalmente puedan serle atribuidos.

G) Relaciones con las Cortes Generales

El Consejo de Transparencia y Buen Gobierno elevara anualmente a las Cortes
Generales una memoria sobre el desarrollo de sus actividades y sobre el grado de
cumplimiento de las disposiciones establecidas en esta Ley. El Presidente del Consejo
de Transparencia y Buen Gobierno comparecera ante la Comisién correspondiente
para dar cuenta de tal memoria, asi como cuantas veces sea requerido para ello.



2. ATENCION DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD

2.1. Introduccion

Es el Real Decreto 366/2007, de 16 de marzo, por el que se establecen las
condiciones de accesibilidad y no discriminacién de las personas con discapaci-
dad en sus relaciones con la Administracién General del Estado.

La Constitucién Espafiola establece en su articulo 9.2 que corresponde a los
poderes publicos promover las condiciones para que la libertad e igualdad de los
individuos sean efectivas. A su vez el art. 49 de la Constitucién establece que:

“Los poderes publicos realizaran una politica de previsién, tratamiento, re-
habilitacién e integracién de los disminuidos fisicos, sensoriales y psiquicos, a
los que prestaran la atencién especializada que requieran y los ampararan es-
pecialmente para el disfrute de los derechos que este Titulo otorga a todos los
ciudadanos”

Asimismo, este precepto dispone que la Administracion General del Estado de-
sarrollara su actividad y organizaréa las dependencias administrativas y, en particular,
las oficinas periféricas, de manera que los ciudadanos puedan resolver sus asuntos,
ser auxiliados en la redaccién formal de documentos administrativos y recibir infor-
macién de interés general por medios telefénicos, informéticos y teleméticos.

Por todo ello, se hace necesario establecer, en el ambito de la Administracién
General del Estado y de sus organismos publicos vinculados o dependientes, un
conjunto de medidas que definan las condiciones de accesibilidad que habran
de reunir las oficinas y servicios de atencién al ciudadano, al objeto de garantizar
que la accesibilidad y no discriminacién de las personas con discapacidad en sus
relaciones con la Administracién sea real y efectiva.

A este objetivo responden las medidas aprobadas mediante real decreto
366/2007, de 16 de marzo, las cuales se estructuran en las siguientes areas:



Medidas de accesibilidad de las oficinas de atencion al ciudadano:

1. Ubicacién de las Oficinas de Atencién al Ciudadano.
2. Acceso a las Oficinas de Atencién al Ciudadano.

3. Recepcidn en las Oficinas de Atencién al Ciudadano.
4. Senalizacion interior de las oficinas.

5. Configuracién de los puestos de atencion.

6. Sistemas interactivos de informacién.

7. Elementos accesorios en las Oficinas de Atencién al Ciudadano.

Medidas para garantizar la accesibilidad en relacién con los impresos y docu-
mentos administrativos.

Medidas para garantizar la accesibilidad en la prestacién de servicios de aten-
cién al ciudadano.

2.2. Disposiciones De Caracter General

2.2.1. Objeto y ambito de aplicacion

El presente real decreto regula las condiciones de accesibilidad vy no discri-
minacién que, respecto de las personas con discapacidad, deben presentar las
Oficinas de Atencién al Ciudadano, impresos y cualquier otro medio que la Ad-
ministracién General del Estado dedica especificamente y en el ambito de sus
competencias a las relaciones con los ciudadanos.

A estos efectos, se consideran medios preferentes de relacién con los ciudada-
nos, que deben cumplir las condiciones de accesibilidad, los siguientes:

a) Oficinas de Atencién al Ciudadano: Dependencias o espacios fisicos que
la Administracién General del Estado dedica exclusiva o prioritariamente
al contacto directo con los ciudadanos y sus representantes a los efec-
tos de obtencién de informacion, orientacién y asesoramiento sobre las
prestaciones, servicios y procedimientos; la recepciéon de documentacion,
solicitudes y comunicaciones; la practica de comparecencias personales de
las personas interesadas o, por ultimo, la realizacién de gestiones directa-
mente relacionadas con las competencias o servicios de la Administracién
General del Estado.

b) Modelos normalizados: Impresos puestos por la Administracién General
del Estado a disposicién de los ciudadanos para formular solicitudes, de-
claraciones, alegaciones, recursos o cualquier pretensién o manifestacion
de voluntad ante la misma.



Los restantes medios de la Administracién General del Estado deberan
cumplir las condiciones de accesibilidad contempladas en la normativa ge-
neral que en cada caso resulte de aplicacién, respetando en todo caso los
principios de igualdad de oportunidades y no discriminacién de las personas
con discapacidad.

En los términos previstos en el articulo 10 de la Ley 51/2003, de 2 de
diciembre, de Igualdad de Oportunidades, No Discriminacién y Accesibilidad
Universal de las Personas con Discapacidad, las regulaciones contenidas en este
real decreto son de aplicacién a la Administracién General del Estado y a sus
organismos publicos vinculados o dependientes.

2.3. Accesibilidad en las oficinas de atencion al ciudadano

2.3.1. Determinacion de las Oficinas de Atencion al Ciudadano

La Administracién General del Estado, mediante Resolucién de la Secretaria
General para la Administracién Puablica, previa consulta con los Departamentos
Ministeriales afectados, determinaréa las Oficinas que habran de ajustarse a las
condiciones de accesibilidad previstas en el Real Decreto 366/2007, de 16 de
marzo y hard publica una relacién de las mismas que estard, permanentemente
actualizada, a disposicién publica.



2.3.2. Ubicacion de las Oficinas de Atencion al Ciudadano

La Administracion General del Estado ubicaréa las Oficinas de Atencién al
Ciudadano en entornos que garanticen el acceso de las personas con disca-
pacidad.

Alos efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, las decisiones sobre ubica-
cién de estas Oficinas tendran en consideracién las siguientes recomendaciones:

a)

c)

Con caracter preferente y siempre que resulte posible, la Oficina se ubicara
en planta a nivel de la via publica. En caso contrario, debera disponer de
rampas de acceso 0 ascensores con caracteristicas que permitan su uso
auténomo y seguro por personas con discapacidad.

La Oficina debe estar correctamente senalizada visualmente desde el exte-
rior, de tal forma que sea facilmente identificable. La senalizacién debera
ser disenada de modo que resulte inteligible y comprensible por parte de
las personas con discapacidad intelectual.

Al menos uno de los itinerarios que una los accesos de la Oficina con la via
publica, con los servicios o edificaciones anexas y con los aparcamientos,
debera ser accesible de acuerdo con las condiciones establecidas para un
itinerario urbano accesible.

d) Las Oficinas de Atencién al Ciudadano, en el caso de disponer de plazas

de aparcamiento, reservaran un nimero suficiente de plazas, convenien-
temente senalizadas, destinadas en exclusividad a personas con movilidad
reducida, con dimensiones adecuadas para el acceso lateral y posterior a
los vehiculos, garantizando la existencia de itinerarios accesibles entre las
plazas y la propia Oficina.

A las Oficinas de Atencién al Ciudadano que presenten especialidades, bien por
su caracter itinerante o ambulante, o bien por qué se habiliten provisionalmente
por razones del servicio fuera de una dependencia o entorno administrativo conso-
lidado, se les aplicaréan las singularidades o excepciones que sean necesarias, siem-
pre que no supongan menoscabo de derechos de las personas con discapacidad.

2.3.3. Acceso a las Oficinas

Los accesos a las Oficinas de Atencién al Ciudadano deberan disenarse de
modo que faciliten su utilizacién por las personas con discapacidad, en especial
en lo relativo a las puertas, intercomunicadores y sistemas de aviso o llamada.



Alos efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, el disefo y ejecucién de los
accesos a las Oficinas tendran en consideracion las siguientes recomendaciones:

a)

c)

h)

El espacio adyacente, tanto interior como exterior, a la puerta de acceso a la
Oficina debe ser horizontal y no presentar obstaculos, permitiendo la aproxi-
macién y la apertura de la puerta de forma auténoma a todos los usuarios.

El suelo serd continuo entre el espacio exterior e interior. Cualquier ele-
mento en el suelo como canaletas de recogida de agua, felpudos, etc.,
estard enrasado con el pavimento.

Junto a la entrada principal, preferiblemente a la derecha de la puerta, un
cartel indicard, en su caso, el nimero y letra del portal, ademas del uso, en
casos de edificios de interés general. Dichos carteles tendran buen contras-
te, diferenciacién de textura o color, y se situaran a la altura adecuada.

Los intercomunicadores y sistemas de aviso o llamada seran accesibles,
tanto por su modalidad de uso (texto y voz) como por su localizacién.

Las puertas de entrada serén accesibles a los usuarios, tanto por su siste-
ma de apertura, corredera o abatible, por las dimensiones de su hueco de
paso libre, por sus mecanismos de apertura y cierre y por las fuerzas de
maniobra para ejercer la apertura. A estos efectos, se considera suficiente
cumplir con el apartado 6 de la Norma UNE 41520: Accesibilidad en la
Edificacién. Espacios de comunicacion vertical.

Las puertas automaticas deberan cumplir las especificaciones citadas en el
punto anterior y, ademas, aquellas que eliminen los riesgos de atrapamien-
to o golpeo.

Si se dispone de puertas cortavientos, el espacio existente serd tal que per-
mita a todos los usuarios la maniobrabilidad, la aproximacién y la apertura
de las puertas.

Cuando las puertas sean acristaladas o de vidrios se protegeréan de forma
que se eviten roturas por impacto y se sefializaran mediante dos bandas
horizontales de 20 centimetros de ancho, de contraste cromético con el
resto de la superficie, colocada, la primera, a una altura entre 100 y 120
centimetros, y la segunda entre 150 y 170 centimetros. Se evitarén los
cristales que produzcan reflejos en su superficie.

2.3.4. Recepcion en las Oficinas de Atencion al Ciudadano

Las zonas y sistemas de recepcién de las Oficinas de Atencién al Ciudadano, en
particular los vestibulos y sistemas de control de acceso y seguridad, deberéan orga-
nizarse de modo que se garantice su utilizacién por las personas con discapacidad.



A los efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, en el disefio y ejecucién
de las zonas v sistemas de recepcién en las Oficinas se tendran en consideracién
las siguientes recomendaciones:

a)

Los sistemas de control de acceso no supondran obstaculo para la circula-
cién de personas con problemas de deambulacion o usuarias de sillas de
ruedas, ni para la circulacién de personas que utilicen otros dispositivos
de ayuda a la movilidad como perros-guia o de asistencia o bastén de
movilidad. Tampoco deben interferir con dispositivos personales electro-
magnéticos tales como marcapasos y prétesis auditivas.

Cuando el sistema de seguridad o control de acceso no tenga las dimen-
siones suficientes para permitir el paso a personas en silla de ruedas, se
tendréan previstas medidas o medios alternativos para pasar este control,
de forma que la persona permanezca con su ayuda técnica.

Los sistemas de seguridad tienen que estar debidamente sefalizados y
ofrecer indicaciones precisas sobre qué se debe hacer en casos particula-
res, como sillas de ruedas, prétesis auditivas o marcapasos.

El vestibulo de recepcién se organizara de forma que facilite la orientacién a
los usuarios. A estos efectos, se sefializaran visual y tactilmente los recorridos
que den acceso a las diferentes zonas v usos del edificio, a los nicleos de
comunicacién vertical, ademas de los accesos y salidas del inmueble.

Si la Oficina estuviera dotada de zona de espera, ésta contara con mobilia-
rio concebido con arreglo a criterios de disefio para todos.

2.3.5. Senalizacion interior accesible

La senalizacién interior estard expuesta en un lugar cercano a la entrada o
facilmente localizable teniendo en cuenta los usos y las caracteristicas de la de-
pendencia y las siguientes recomendaciones:

a)

b)

c)

Los paneles de informacién gréfica, permanente o temporal, estaran si-
tuados paralelamente a la direccién de la marcha y siempre que sea posi-
ble, adyacentes a alguna pared o superficie, de tal forma que no queden
ocultos por ningln obstaculo, ya sea concurrencia de personas, puertas
abiertas o mobiliario o elementos ornamentales o decorativos. No se pro-
tegeran con cristales y siempre permitiran el acercamiento para poder in-
teractuar con los mismos.

El contenido de la informacién seré conciso, basico y con simbolos senci-
llos, facilmente comprensible, evitando toda informacién superflua.

La informacién relevante se dispondrd, al menos, en dos de las tres moda-
lidades sensoriales: visual, acustica y tactil (altorrelieve o braille), para que



pueda ser percibida también plenamente por las personas con discapaci-
dad visual y auditiva.

d) La senalizacién visual se acompanara con simbolos o caracteres gréficos,
preferentemente los simbolos estandar internacionales que amplian su
comprension. La senal debe diferenciarse del entorno. Se usaréan los colores
de mayor contraste entre figura y fondo en elementos como texto y soporte,
soporte y paramento donde se ubica, puertas y picaportes, pasamanos y
mecanismos, y las letras o nimeros no deberéan situarse sobre ilustraciones
o fotografias que limitan el contraste y dificultan la discriminacién.

e) A fin de atender a las personas que usan prétesis auditivas, la senalizacion
acustica se adecuara a una gama audible y no molesta de frecuencias e inten-
sidades, y se usara una sefial de atencién, visual y acistica previa al mensaje.

El nivel de presién sonora de los mensajes audibles debe superar al menos
al nivel sonoro de fondo.

En la megafonia, se intentard conseguir un bajo nivel sonoro, pero bien
distribuido en la estancia o edificio a través de numerosos altavoces de
banda ancha, y bien distribuidos.

Se utilizard una senal de atencién previa al mensaje.

La megafonia estara acondicionada con los bucles de induccién magné-
tica y amplificadores de campo magnético necesarios para posibilitar la
mejor audicidn a personas usuarias de audifonos.

Toda la informacién emitida por megafonia debe mostrarse también en
paneles textuales bien visibles.

f) La senalizacién tactil se proporcionard mediante texturas rugosas y carac-
teres o simbolos en altorrelieve y en braille.

g) Los sistemas de recogida de niimero o cualquier sistema establecido para
los turnos deben ser plenamente accesibles en su localizaciéon y manejo, y
contar con medios de informacién visuales y sonoros.

h) Los sistemas de aviso, incluyendo los de alarma o avisos de peligro, deben
ser emitidos simultdneamente por medios sonoros y visuales facilmente
comprensibles y reconocibles.

2.3.6. Configuracion de los puestos de atencion

Los puestos de atencién se ubicaran de forma que sean facilmente localiza-
bles y de manera que no obstruyan o entorpezcan la circulacién en el edificio.
Tanto si esta dotado de personal de atencién o es un punto de informacién que
gestiona el propio usuario de forma auténoma, se disefiard de manera que per-
mita la aproximacién y uso a todos los usuarios.



Alos efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, en la configuracién de los
puestos de atencién se tendran en cuenta las siguientes recomendaciones:

a)

La altura de los mostradores y puntos de informacién debe ser adecuada
para recibir a todo tipo de usuarios. Al menos una parte del mostrador o
mesa de atencién ha de estar a la altura de una mesa de trabajo, para aten-
der a personas de diferentes alturas, usuarios de sillas de ruedas y muletas
0, en general, personas que necesiten sentarse.

El espacio de circulacién inmediato a los mostradores y puntos de informa-
cién debe estar libre de obstaculos y disponer del suficiente espacio de ma-
niobra para que los usuarios de silla de ruedas puedan aproximarse a ellos.

Los mostradores y puntos de atencién no dispondran de vidrios u otros
obstéculos que dificultan la transmisiéon del sonido y la comunicacién vi-
sual entre el usuario y el empleado.

Los mostradores y puntos de atencién deberan contar con sistemas de bucle
de induccién magnética, debidamente sefializados, para permitir a las perso-
nas usuarias de prétesis auditivas la mejor audicién y comprensién posibles.

Los puntos con informacién telefénica, asi como cualquier tipo de servi-
cio de atencion telefénica al ciudadano, estaran dotados con sistemas de
telefonia de texto, de fax v, de permitirlo técnicamente, de videotelefonia
para facilitar la lectura labial. Asimismo el personal debera estar formado
y conocer su correcta utilizacion.

2.3.7. Sistemas interactivos de informacion

Los puntos de informacién que no estén atendidos directamente por personal
estaran dotados de sistemas de informacién complementaria tales como paneles
gréaficos, sistemas audiovisuales y planos tactiles.

A los efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, en la configuracién de
los sistemas de informacién complementaria se tendran en cuenta las siguientes
recomendaciones:

a)
b)

c)

Su ubicacién seréa accesible y facilmente localizable.

Su altura y demés dimensiones deberan ser las adecuadas para un uso nor-
malizado por todo tipo de personas con discapacidad. Debera asegurarse
su interaccién regular con personas con dificultades de manipulacién.

Toda la informacién en formato texto debe estar también en modo sonoro.

d) Toda la informacién sonora debe estar transcrita en formato texto.

e)

Los dispositivos audiovisuales que se empleen deben contar con sistemas
de amplificacién y mejora de la senal auditiva.



f) Debe existir confirmaciéon con mensajes sonoros de todas las acciones ac-
tivadas.

g) Los mandos, el teclado vy los botones deberan estar adaptados con etique-
tas o iconos de alto contraste, letras grandes, en altorrelieve y braille.

h) Las pantallas deben de ser antirreflectantes y tener buen contraste.

i) La informacion debe ser clara, sin demasiadas opciones en una misma
pantalla y permitir un dilatado tiempo de respuesta.

j) Las pantallas tactiles tendran un sistema alternativo de acceder a la infor-
macién para todas las personas que lo precisen. Este sistema se basara en
la verbalizacién de las distintas opciones de informacién y se activarad me-
diante la pulsacién de un area sensible al tacto situado en la parte inferior
izquierda vy etiquetado con la expresién «uso facil» que una vez pulsada
informara con breves instrucciones sobre cémo utilizar el sistema.

2.3.8. Elementos complementarios de accesibilidad en las
Oficinas de Atencion al Ciudadano

Las Oficinas de Atencién deberéan contar al menos con un érea higiénico-sanitaria
accesible, para cuya configuracion se tendran en cuenta las caracteristicas y especifi-
caciones técnicas a las que se refiere la disposicion final segunda de este real decreto.

En la colocacién del pavimento en las Oficinas de Atencién se tendran en
consideracién las caracteristicas y especificaciones técnicas a las que se refiere la
disposicion final segunda de este real decreto.

Los sistemas de seguridad contra incendios de los que dispongan las Oficinas
de Atencidn seguiran los criterios v especificaciones técnicos a los que se refiere
la disposicién final segunda de este real decreto.

2.3.9. Excepciones

Las condiciones de accesibilidad v no discriminacién establecidas en el pre-
sente capitulo podran ser parcialmente exceptuadas cuando en el edificio en el
que se ubique la Oficina, o en su entorno, concurran circunstancias de infraes-
tructura o proteccién del patrimonio que hagan su aplicacién imposible material
0 econémicamente.

La Administracion General del Estado, mediante Resolucién de la Secretaria
General para la Administracién Publica, estableceré las excepciones a las que se
refiere el presente articulo. En todo caso, las circunstancias mencionadas en el
apartado anterior deberan quedar reflejadas en la correspondiente resolucién.



Las excepciones a las que se refiere este articulo se atendran en todo caso a
los criterios expresados en la letra c) y en el antepentltimo parrafo del articulo 7
de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, que define lo que se entiende por ajuste
razonable y carga desproporcionada.

2.4. Condiciones de accesibhilidad en los impresos y
documentos

2.4.1. Disponibilidad de documentos e impresos

Se garantizaré la disponibilidad de los documentos e impresos destinados al
ciudadano en condiciones de plena accesibilidad para personas con discapa-
cidad, mediante su ubicacién en estantes, dispensadores u otro mobiliario que
permitan la méxima autonomia de estas personas para obtenerlos.

A requerimiento de la persona con discapacidad, se ofreceran en formatos al-
ternativos utilizando tipografias grandes o ampliadas, en braille, o bien se contara
con personal de apoyo para facilitar su cumplimentacién.

Ademas, los documentos e impresos deberan estar en todo caso disponibles
en las correspondientes paginas web y en formato electrénico accesible.

Los documentos e impresos disponibles en soporte papel deberéan cumplir las
especificaciones técnicas a las que se refiere la disposicién final segunda de este
real decreto.

2.4.2. Accesibilidad del contenido y estructura de documentos
e impresos

Los documentos e impresos estaréan redactados con un lenguaje simple y
directo, sin que se utilicen siglas o abreviaturas. Los documentos béasicos de
informacién de uso mas habitual deberén contar con versiones simplificadas
para personas con discapacidades intelectuales o problemas de comprensién
escrita.

En los impresos destinados a cumplimentacion por los ciudadanos se reser-
varan espacios apropiados en tamano para ser rellenados con comodidad y se
evitara la utilizacién de fondos con dibujos y tintas que presenten poco contraste.
Deberan ir acompanados de instrucciones claras y concisas.



2.5. Condiciones de accesihilidad en la prestacion de
servicios de atencion

2.5.1. Prestacion de servicios de atencion

En la prestacién de servicios verbales de atencién al ciudadano a través de
interlocucién personal presencial o por medio del canal telefénico o anélogo, se
seguiran las especificaciones técnicas de accesibilidad a los que se refiere la dis-
posicién final segunda de este real decreto.

En la formacién del personal de la Administracién General del Estado encar-
gado de la prestacién de servicios de atencién al ciudadano se atendera especial-
mente al conocimiento de las distintas discapacidades y sus consecuencias en el
desarrollo de los servicios de atencién, en el trato e interaccién con las personas
con discapacidad y en el uso de medios auxiliares facilitadores de dicho trato.

3. RECLAMACIONES. QUEJAS

3.1. Normativa reguladora

Su regulacién se contiene en el RD 951/2005, de 29 de julio, por el que se
establece el marco general para la mejora de la calidad en la Administracién
General del Estado.

3.2. Programa de quejas y sugerencias

3.2.1. Definicion

Los érganos y organismos incluidos en el ambito de aplicacién de este real de-
creto determinaran la unidad responsable de la gestién de las quejas v sugerencias
con objeto de recoger y tramitar tanto las manifestaciones de insatisfaccién de los
usuarios con los servicios como las iniciativas para mejorar su calidad. Dicha unidad
deberd, asimismo, ofrecer a los ciudadanos respuesta a sus quejas o sugerencias,
informarles de las actuaciones realizadas y, en su caso, de las medidas adoptadas.

3.2.2. Presentacion y tramitacion de las quejas y sugerencias

La ubicacién, dentro de cada érgano u organismo, de la unidad a la que se
refiere el articulo anterior se senalizara de forma visible y seré la més accesible
para su localizacién vy utilizacién por los usuarios.



Los usuarios podran formular sus quejas o sugerencias presencialmente, por
correo postal y por medios telemaéticos. Las quejas y sugerencias presentadas
por correo electrénico o a través de Internet deberan estar suscritas con la firma
electrénica del interesado.

Si las quejas o sugerencias se formulan presencialmente, el usuario cumpli-
mentard y firmard el formulario o registro disenado a tal efecto por el érgano
u organismo al que vayan dirigidas. Los usuarios podran, si asi lo desean, ser
auxiliados por los funcionarios responsables en la formulacién de su queja o
sugerencia. La Agencia Estatal de Evaluacion de las Politicas Publicas v la Ca-
lidad de los servicios definira el contenido minimo que debe constar en dichos
formularios.

Formuladas las quejas y sugerencias de los modos sefialados en los apartados
anteriores, los usuarios recibiran constancia de su presentacién a través del me-
dio que indiquen.

Para identificar los motivos que originan las quejas y sugerencias y los as-
pectos a los que se refieren, las quejas y sugerencias se clasificaran de modo
que suministren informacion relevante sobre la prestaciéon y mejora del servicio.
La clasificacién se adaptaréa a la estructura béasica de codigos que se determine
al efecto.

3.2.3. Contestacion

Recibida la queja o sugerencia, la unidad a la que se refiere el articulo 14 in-
formara al interesado de las actuaciones realizadas en el plazo de 20 dias habiles.

El transcurso de dicho plazo se podra suspender en el caso de que deba
requerirse al interesado para que, en un plazo de 10 dias habiles, formule las
aclaraciones necesarias para la correcta tramitacién de la queja o sugerencia.

Si, transcurrido el plazo establecido, no hubiera obtenido ninguna respuesta
de la Administracién, el ciudadano podra dirigirse a la Inspeccién General de
Servicios del departamento correspondiente para conocer los motivos de la falta
de contestacién y para que dicha Inspeccién proponga, en su caso, a los érganos
competentes la adopcién de las medidas oportunas.

3.2.4. Actuaciones de las unidades responsables
La Inspeccién General de Servicios de cada departamento haré el seguimien-

to de las quejas y sugerencias relativas a los 6rganos, unidades y organismos de
su ambito, tanto centrales como periféricos.



El seguimiento de las quejas y sugerencias de los servicios periféricos inte-
grados en las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno correspondera a
la Inspecciéon General de Servicios del Ministerio de Administraciones Publicas.

A estos efectos, la unidad a la que se refiere el articulo 14 remitira a la Inspec-
cién General de Servicios de su respectivo ministerio, en el mes de enero de cada
ano, un informe global de las quejas y sugerencias recibidas en el afno anterior,
estructurado conforme a la clasificacién prevista en el articulo 15.5 y en el que se
incluird una copia de las contestaciones dadas a las quejas y sugerencias.

3.2.5. Seguimiento

La informacién de seguimiento de las quejas y sugerencias recibidas, asi como de
las respuestas v medidas adoptadas, en su caso, se incorporara al informe conjunto
de seguimiento de los programas de calidad que debe ser remitido por los Subsecre-
tarios de los departamentos v los titulares de los organismos publicos a la Secretaria
General para la Administracién Publica, dentro del primer semestre de cada ano

3.2.6. Efectos

Las quejas formuladas conforme a lo previsto en este real decreto no tendrén,
en ningln caso, la calificacién de recurso administrativo ni su presentacién inte-
rrumpiré los plazos establecidos en la normativa vigente. Estas quejas no condi-
cionan, en modo alguno, el ejercicio de las restantes acciones o derechos que,
de conformidad con la normativa reguladora de cada procedimiento, puedan
ejercer aquellos que en se consideren interesados en el procedimiento.

4. PETICIONES

4.1. Introduccion

El derecho de peticién se puede definir como la facultad que pertenece a toda
persona de dirigirse a los poderes pblicos para hacerles conocer un hecho o un esta-
do de cosas y para reclamar su intervencién. El derecho de peticién se encuentra re-
conocido, como derecho fundamental, en el articulo 29 de la Constitucién Espafiola.

Asi lo manifiesta el articulo 29:

1. Todos los espanoles tendrén el derecho de peticién individual y colectiva,
por escrito, en la forma y con los efectos que determine la ley.



2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos some-
tidos a disciplina militar podran ejercer este derecho sélo individualmente
y con arreglo a lo dispuesto en su legislacién especifica.

Dicho precepto remite a la ley la regulacién del modo en que el mismo ha
de ejercerse y los efectos que produce su ejercicio. Este desarrollo se contiene
en la Ley Orgéanica 4/2001, de 12 de noviembre, reguladora del Derecho de
Peticién.

La regulacién del ejercicio del derecho de peticién debe caracterizarse por su
sencillez y antiformalismo. Aunque se trata de un derecho que se ejercita siempre
por escrito, se permite la utilizacién de cualquier medio -con especial atencién al

impulso de los de caracter electrénico-, siempre que resulte acreditada la declara-
cién de voluntad.

4.2. Titulares del derecho de peticion

Toda persona natural o juridica, prescindiendo de su nacionalidad, puede
ejercer el derecho de peticién, individual o colectivamente, sin que de su ejercicio
pueda derivarse perjuicio alguno para el peticionario. No obstante no resultaran
exentos de responsabilidad quienes con ocasién del ejercicio del derecho de pe-
ticién incurriesen en delito o falta.

4.3. Destinatarios

El derecho de peticién podra ejercerse ante cualquier instituciéon publica, ad-
ministracién, o autoridad, asi como ante los érganos de direccién y administra-
cién de los organismos y entidades vinculados o dependientes de las Administra-
ciones publicas, respecto de las materias de su competencia, cualquiera que sea
el ambito territorial o funcional de ésta.

4.4. Objeto de las peticiones

Las peticiones podran versar sobre cualquier asunto o materia comprendido
en el &mbito de competencias del destinatario, con independencia de que afecten
exclusivamente al peticionario o sean de interés colectivo o general.

No son objeto de este derecho aquellas solicitudes, quejas o sugerencias para
cuya satisfaccion el ordenamiento juridico establezca un procedimiento especifi-
co distinto al regulado en la Ley.



4.5. Formalizacion

Las peticiones se formularén por escrito, pudiendo utilizarse cualquier medio,
incluso de caracter electrénico, que permita acreditar su autenticidad, e incluiran
necesariamente la identidad del solicitante, la nacionalidad si la tuviere, el lugar
o el medio elegido para la practica de notificaciones, el objeto y el destinatario
de la peticién.

En el caso de peticiones colectivas, ademas de cumplir los requisitos anterio-
res, seran firmadas por todos los peticionarios, debiendo figurar, junto a la firma
de cada uno de ellos su nombre y apellidos.

El peticionario podré dar cuenta del ejercicio de su derecho a institucién u
6rgano diferente de aquél ante quien dirigi6 la peticién, remitiéndole copia del
escrito sin otro efecto que el de su simple conocimiento.

Los peticionarios podrén exigir la confidencialidad de sus datos.

4.6. Utilizacion De Lenguas Cooficiales

En el &mbito territorial de las Comunidades Auténomas cuyos Estatutos esta-
blezcan la cooficialidad lingtiistica, los peticionarios tendran derecho a formular
sus peticiones a la Administracién General del Estado o a los organismos publi-
cos vinculados o dependientes de ella en cualquiera de las lenguas oficiales y a
obtener respuesta en la lengua de su eleccién.

En aquellas peticiones que se dirijan a las instituciones autonémicas y entida-
des locales, el uso de la lengua se ajustara a lo previsto en la legislaciéon autoné-
mica correspondiente.

La institucién, administracién u érgano instructor debera traducir al castellano
los documentos, expedientes o partes de los mismos que deban surtir efectos
fuera del territorio de la Comunidad Auténoma y los documentos dirigidos a los
interesados que asi lo soliciten expresamente. Si deben surtir efectos en el territo-
rio de una Comunidad Auténoma donde sea cooficial esa misma lengua distinta
al castellano, no seréa precisa su traduccion.

4.7. Presentacion de escritos

El escrito en que se deduzca la peticién, y cualesquiera otros documentos y
comunicaciones, podran presentarse ante cualquier registro o dependencia ad-



mitida a estos efectos por la legislacion reguladora del Régimen Juridico de las
Administraciones Publicas y del Procedimiento Administrativo Comun.

La administracion, institucion publica o autoridad que reciba una peti-
cién acusara recibo de la misma y lo comunicara al interesado dentro de
los diez dias siguientes a su recepcién. Esta actuacién se llevara a efecto
por el 6rgano correspondiente de acuerdo con la norma organizativa de
cada entidad.

4.8. Tramitacion de peticiones. Subsanacion

Recibido el escrito de peticion, la autoridad u 6rgano al que se dirija pro-
cederad a comprobar su adecuacién a los requisitos previstos en la Ley, previas
las diligencias, comprobaciones y asesoramientos que estime pertinentes. Como
resultado de tal apreciacién debera declararse su inadmisién o tramitarse la peti-
cién correspondiente.

Si el escrito de peticién no reuniera los requisitos establecidos, o no reflejara
los datos necesarios con la suficiente claridad, se requerira al peticionario para
que subsane los defectos advertidos en el plazo de quince dias con el aperci-
bimiento de que, si asi no lo hiciera, se le tendra por desistido de su peticién,
notificAndose entonces su archivo con expresién de la causa.

Asimismo se podra requerir al peticionario la aportacién de aquellos datos o
documentos complementarios que obren en su poder o cuya obtencién esté a
su alcance y que resulten estrictamente imprescindibles para tramitar la peticion.
La no aportacién de tales datos y documentos no determinaré por si sola la in-
admisibilidad de la peticién, sin perjuicio de sus efectos en la contestacién que
finalmente se adopte.

4.9. Inadmision de peticiones

No se admitiran las peticiones cuyo objeto sea ajeno a las atribuciones de los
poderes publicos, instituciones u organismos a que se dirijan, asi como aquéllas
cuya resolucién deba ampararse en un titulo especifico distinto al establecido en
la Ley que deba ser objeto de un procedimiento parlamentario, administrativo o
de un proceso judicial.

Tampoco se admitiran aquellas peticiones sobre cuyo objeto exista un proce-
dimiento parlamentario, administrativo o un proceso judicial ya iniciado, en tanto
sobre los mismos no haya recaido acuerdo o resolucién firme.



La declaracion de inadmisibilidad sera siempre motivada y deberéd acordarse
y notificarse al peticionario en los cuarenta y cinco dias hébiles siguientes al de
presentacion del escrito de peticion.

Cuando la inadmisién traiga causa de la existencia en el ordenamiento juridi-
co de otros procedimientos especificos para la satisfaccién del objeto de la peti-
cién, la declaracién de inadmisién debera indicar expresamente las disposiciones
a cuyo amparo deba sustanciarse, asi como el érgano competente para ella.

En otro caso, se entenderé que la peticién ha sido admitida a tramite.

4.10. Decisiones sobre competencia

Siempre que la declaracién de inadmisibilidad de una peticién se base en
la falta de competencia de su destinatario, éste la remitird a la institucién, ad-
ministracién u organismo que estime competente en el plazo de diez dias y lo
comunicaréa asi al peticionario. En este caso, los plazos se computaran desde la
recepcion del escrito.

Cuando un érgano u autoridad se estime incompetente para el conocimiento de
una peticién remitira directamente las actuaciones al érgano que considere compe-
tente, si ambos pertenecieran a la misma institucién, administracién u organismo.

4.11. Tramitacion y contestacion de peticiones admitidas

Una vez admitida a tramite una peticién, la autoridad u érgano competente
vendran obligados a contestar y a notificar la contestacién en el plazo maximo de
tres meses a contar desde la fecha de su presentacién. Asimismo podra, si asi lo
considera necesario, convocar a los peticionarios en audiencia especial.

Cuando la peticién se estime fundada, la autoridad u érgano competente
para conocer de ella, vendra obligado a atenderla y a adoptar las medidas que
estime oportunas a fin de lograr su plena efectividad, incluyendo, en su caso,
el impulso de los procedimientos necesarios para adoptar una disposicién de
caracter general.

La contestacién recogerd, al menos, los términos en los que la peticiéon ha
sido tomada en consideracion por parte de la autoridad u 6rgano competente e
incorporard las razones y motivos por los que se acuerda acceder a la peticién
o no hacerlo. En caso de que, como resultado de la peticién, se haya adoptado
cualquier acuerdo, medida o resolucién especifica, se agregara a la contestacion.



La autoridad u érgano competente podra acordar, cuando lo juzgue conve-
niente, la insercién de la contestacién en el diario oficial que corresponda.

Anualmente la autoridad u érgano competente confeccionard una memoria
de actividades derivadas de las peticiones recibidas.

4.12. Proteccion jurisdiccional

El derecho de peticién es susceptible de tutela judicial mediante las vias esta-
blecidas en el articulo 53.2 de la Constitucién, sin perjuicio de cualesquiera otras
acciones que el peticionario estime procedentes.

Podréan ser objeto de recurso contencioso-administrativo, por el procedimien-
to de proteccion jurisdiccional de los derechos fundamentales de la persona,
es-tablecido en los articulos 114 y siguientes de la Ley 29/1998, de 13 de
julio, reguladora de la Jurisdiccién Contencioso-Administrativa:

1. La declaracién de inadmisibilidad de la peticion.
2. La omisién de la obligacién de contestar en el plazo establecido.

3. La ausencia en la contestacién de los requisitos minimos establecidos an-
teriormente.

4.13. Especialidades

Las peticiones dirigidas al Congreso de los Diputados, al Senado o a las Asam-
bleas Legislativas de las Comunidades Auténomas se tramitaran de conformidad a
lo establecido en sus respectivos Reglamentos que deberan recoger la posibilidad
de convocar en audiencia especial a los peticionarios, si asi se considerara opor-
tuno, quedando sujetas, en todo caso, las decisiones que adopten al régimen de
garantias fijado en el articulo 42 de la Ley Orgéanica del Tribunal Constitucional.

En los supuestos en que una iniciativa legislativa popular haya resultado inad-
mitida por no cumplir con todos los requisitos previstos en su normativa regula-
dora, a peticién de sus firmantes podra convertirse en peticién ante las Cadmaras,
en los términos establecidos en sus respectivos Reglamentos.

Queda excluida de la aplicacién de la Ley el régimen de las quejas dirigidas
al Defensor del Pueblo v a las instituciones autonémicas de naturaleza anéloga,
que se regiran por su legislacién especifica.

Las peticiones formuladas por los internos en el 4mbito regulado por la Ley
Orgénica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria, se ajustaran a lo
dispuesto en la misma.





